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ACCIÓN DE REPETICIÓN: ¨acción contencioso administrativa que debe 
promover el Estado cuando haya sido condenado a reparar daños como 
consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, 
para recuperar de su peculio el valor pagado. Esta acción se ha instituido para 
responsabilizar civilmente a los servidores públicos y a toda persona que actúa en 
nombre del Estado, por sus actuaciones; a la vez que para proteger el patrimonio 
público¨1. 
 
DOLO: ¨en derecho, el dolo es la voluntad deliberada (elemento volitivo) de 
cometer un delito a sabiendas de su ilicitud (elemento intelectivo, intelectual o 
cognitivo). En los actos jurídicos, el dolo implica la voluntad maliciosa de engañar 
a alguien o de incumplir una obligación contraída¨ 
 
¨En el derecho el término dolo, se usa con significados diferentes. En derecho 
penal, el dolo significa la intención de cometer la acción típica prohibida por la ley. 
En derecho civil se refiere a la característica esencial del ilícito civil, en el 
incumplimiento de las obligaciones designa la deliberada inejecución por parte del 
deudor y, por último, es un vicio de los actos voluntarios¨2. 
 
LEGALIDAD: “Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al 
acto que se le imputa, ante el juez o tribunal competente y con observancia de la 
plenitud de las formas propias de cada juicio…”3. 
 
OBLIGACIÓN: ¨La obligación jurídica, en Derecho, es el vínculo jurídico mediante 
el cual dos partes (acreedora y deudora) quedan ligadas, debiendo la parte 
deudora cumplir con una prestación objeto de la obligación. Dicha prestación 






Concepto extraído del Código Penal Colombiano, Artículo 6º inciso 1º.   
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puede consistir en dar, hacer o no hacer, teniendo que ser en los dos primeros 
casos posibles, lícitos y dentro del comercio. Los sujetos obligados, al igual que el 
objeto de la obligación, deberán estar determinados o ser determinables¨4. 
 
RESPONSABILIDAD: ¨La responsabilidad jurídica surge cuando el sujeto 
transgrede un deber de conducta señalado en una norma jurídica que, a diferencia 
de la norma moral, procede de algún organismo externo al sujeto, principalmente 
el Estado, y es coercitiva. Son normas jurídicas porque establecen deberes de 
conducta impuestos al sujeto por un ente externo a él, la regla puede ser a través 
de prohibiciones o de normas imperativas inmorales. La responsabilidad es el 
complemento necesario de la libertad¨5. 
 
¨El uso jurídico de la palabra proviene de poco antes de la revolución francesa, por 
influencia del inglés. El término habría aparecido en el Derecho Constitucional 
inglés¨. 
 
´Así, la responsabilidad en sentido jurídico debe entenderse, desde la perspectiva 
de una persona que ejecuta un acto libre, como la necesidad en la que se 
encuentra la persona de hacerse cargo de las consecuencias de sus actos¨. 
 
¨El efecto contradictorio de una persona con las normas jurídicas ocasiona una 
reacción por parte del Derecho (o la sociedad) contra el sujeto que viola dichas 
normas. La manifestación de dicha reacción por parte del derecho se presenta 













La acción de repetición acogida dentro de un contexto de protección del interés 
general, garantiza al Estado recuperar el patrimonio afectado por las 
indemnizaciones reconocidas a terceros. En este sentido se establece desde el 
punto de vista legal descrito en la ley 678 de 2001, la cual se convierte en un 
relevante avance para la recuperación de los dineros que el estado o en este caso 
el ente administrativo de la Gobernación de Risaralda ha sido obligada a cumplir 
por efecto de sentencias condenatorias en instancias de responsabilidad 
patrimonial.   
 
Desde esta perspectiva se llevó a cabo la revisión de las acciones de repetición 
adelantadas en la Gobernación de Risaralda, durante la vigencia 2008-2011, a fin 
de cuantificarlas, encontrándose un resultado que menguó las expectativas, 
puesto que fueron incoadas básicamente una por año, lo cual significa que este 
mecanismo preventivo no es muy utilizado; desde un análisis profundo, en los 
procedimientos adelantados por la oficina de control interno se pudo establecer 
que el inicio de este mecanismo y cumplimiento de las conciliaciones en torno a 
este tema fueron insuficientes. 
 
En concomitancia con la jurisprudencia y la doctrina han sido complementarias 
como un aporte de grandes planteamientos teórico - prácticos, permitiendo un 
esquema normativo de grandes dimensiones en aplicabilidad a los casos 
concretos.   
 
Dentro de la investigación se analizó el comportamiento de la acción de repetición 
en la Gobernación de Risaralda para determinar su cumplimiento, buscando en la 
normatividad, la doctrina y la jurisprudencia la articulación en el manejo de estas 
falencias presentadas.  
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En este sentido, la investigación se pudo caracterizar dentro de la realidad jurídica, 
razón por la cual la acción de repetición se mostró como consecuencia de 
arquetipos por correlación con otras actuaciones que derivan en el reconocimiento 
de pagos por indemnizaciones a terceros, encajando en el precepto normativo. El 
punto de partida para los ejemplos que se proponen mostrar, es la acción de 
reparación directa, desde la concepción generalizada establecido en el artículo 1º 
de la Constitución Política de Colombia; no siendo menos relevante el artículo 2º 
de la misma carta magna que eleva a categoría de fin esencial de la organización 
del Estado, el garantizar la protección a todas las personas residentes en 
Colombia. Dentro de esta acepción normativa establece que:  
 
“las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 
personas en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y 
para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 
particulares”6. 
 
Ello en procura de proteger los intereses colectivos, cuando se ven afectados por 
un daño antijurídico que una persona no esté obligada a soportar de ninguna 
manera, si esto implica su afectación personal o patrimonial. 
 
No obstante el reconocimiento y protección de estos derechos establecen un límite 
entre administración y administrados, produciendo un efecto “reciproco” al 
momento de verse comprometido el estado por hechos y omisiones de sus 
servidores públicos trayendo consecuencias cuantiosas en detrimento de su 
patrimonio. 
 
Esta disquisición se encontró detallada en el artículo 90 de la Constitución Política, 
originando la responsabilidad del estado directamente, al establecer que: 
 
                                                          
6
 Artículo 2º inciso 2º - Constitución Política de Colombia. 4 p.  
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“El estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”7. 
 
En este mismo sentido aclara la norma precitada de la posibilidad que tiene el 
estado de repetir contra quienes cometen estas acciones dolosas o culposas, 
inciso 2º art. 90 “En el evento de ser condenado el Estado a la reparación 
patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta 
dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra 
éste”8.  
 
En cuanto a lo que se prevé como daño antijurídico existen diversos 
pronunciamientos del Consejo de Estado; suscitó el párrafo que a continuación se 
transcribe con el fin de aclarar este concepto. 
 
“Entre las consideraciones acerca de la naturaleza del daño antijurídico se ha 
sostenido que, en cada caso, ha de corresponder al juez determinar si el daño va 
más allá de lo que, normalmente y sin compensación alguna, debe soportar una 
persona por el hecho de vivir en una comunidad jurídicamente organizada y 
comportarse como un sujeto solidario”. 
 
Desde este punto de vista se constituye el daño antijurídico aquel que se 
experimenta en el ámbito puramente material, aunque no es el único enfoque 
como se explicó inicialmente constitutivo de daño; posteriormente se ampliaron 
mediante otros ejemplos los daños que no se derivan exclusivamente desde este 
contexto. 
 
En concomitancia con lo que se viene relatando a manera de ejemplo el Consejo 
de Estado categoriza el daño antijurídico meramente material cuando se devalúa 
                                                          
7
 Artículo 90 Constitución Política de Colombia. De los derechos, las garantías y los deberes. 
Legis- 2008. 42 p. 
8
 Aquí se configura la Acción de Repetición. 
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un bien inmueble por la proximidad de un puente vehicular que ha sido construido 
y puesto en funcionamiento para el bienestar de toda la colectividad. 
 
En esta misma dirección cataloga debe tomarse como daño igualmente 
antijurídico aquel que sufre quien se ve privado de la libertad injustamente9. 
 
Este panorama diversificado de lo que puede llegar a constituirse como un daño 
antijurídico imputable al estado, es la manera de direccionar lo que se pretende a 
través de este proyecto en cuanto a las conductas de los servidores públicos, ex- 
servidores públicos y particulares que prestan servicios al estado sujetos a la 
norma  que rigen la actuación administrativa, determinando una Acción de 
reparación directa. Esto con el fin de acentuar lo pertinente a la acción de 
REPETICIÓN, que es el objeto de este trabajo, puesto que se plantea inicialmente 
en derivación de la reparación directa.  
 
Reseñar estos ejemplos no significa esquematizarlos de manera laxa, puesto que 
se prestaría para interpretaciones subjetivas, y en cada caso se estaría 
comprometiendo el patrimonio del estado, lo que se pretende es ampliar a través 
de estos conceptos y ejemplos la manera en que puede llegar a ocurrir una 
actuación negativa por parte de un servidor público, ex – servidor o particular que 
presta o prestó servicios a una entidad del estado, señalando con esto una 
responsabilidad objetiva para que proceda la indemnización de perjuicios. 
 
En lo que respecta a la norma donde se encuentra desarrollada la ACCIÓN DE 
REPETICIÓN, expresamente en la ley 678 de 2001, la cual establece: “La Acción 
de repetición es una acción civil de carácter patrimonial que deberá ejercerse en 
contra del servidor o ex servidor público que como consecuencia de su conducta 
                                                          
9
 Extraído de una línea jurisprudencial del Consejo de Estado, en la que hacen una amplia 
disquisición acerca del daño antijurídico particularmente a una persona privada de su libertad 
injustamente. Expediente 2005 00794 00. Actor: HERALDO ZÚNIGA, Demandada: FISCALIA 
GENERAL DE LA NACIÓN, mediante Acción de Reparación Directa.    
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dolosa o gravemente culposa haya dado reconocimiento indemnizatorio por parte 
del Estado, proveniente de una condena, conciliación u otra forma de terminación 
de un conflicto. La misma acción se ejercerá contra el particular que investido de 
una función pública haya ocasionado, en forma dolosa o gravemente culposa, la 
reparación patrimonial”10.Es indicativa de la forma expedita de la relación de 
responsabilidad que tiene el estado y el particular en el desempeño de sus 
funciones y las consecuencias que acarrea.  
 
PRESENTACIÓN DEL TEMA: La acción de repetición. 
 
Revisión de las acciones de repetición en la Gobernación de Risaralda 2008 – 
2011. Referente teórico, normativo – jurisprudencial. 
 
DEFINICIÓN DEL TEMA O DELIMITACIÓN: 
 
Qué: Análisis de la acción de repetición como mecanismo judicial ejercido por la 
Gobernación de Risaralda, para el reintegro del monto reconocido a particulares, 
producto de una indemnización con ocasión al inapropiado desempeño de las 
funciones de sus servidores o ex servidores públicos y de particulares que 
desempeñaron funciones públicas.  
 
Dónde: Gobernación, Departamento de Risaralda 
 
Cuándo: En los años 2008 – 2011 
 
Título: Revisión y análisis de la acción de repetición, iniciada por la Gobernación 
de Risaralda, en contra de los servidores, ex – servidores públicos y particulares 
que con su actuar propiciaron un daño antijurídico, dando lugar a 
indemnizaciones, durante los años 2008 – 2011. 
                                                          
10
 Ley 678 de 2001. 1 p. 
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Planteamiento del problema: Agotamiento del procedimiento contencioso a 




1- Interpretación desde la constitución de 1991 en su artículo 90. 
 
2- Aplicabilidad de la Ley 678 de 2001, por la cual se rige la acción de repetición. 
 
3- Demandas de acción de repetición, por daños antijurídicos ocasionados por los 
servidores públicos ex - servidores o personas que ejercen funciones públicas en 
el desempeño de sus actividades. 
 
4- Precedente histórico de la acción de repetición. 
 
5- Existencia de diferentes regímenes probatorios. 
 
6- Tipo de daños antijurídicos causados. 
 
7- Fallos de la acción de reparación directa, conciliaciones derivadas de las 
controversias contractuales en la Gobernación de Risaralda, como posible causa 




1- Desarrollo de la acción de repetición en la Ley 678 de 2001 
 
2-Obligatoriedad de la entidad para instaurar la acción de repetición en contra de 
los servidores o ex servidores públicos. 
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3- Fallos de unificación del Consejo de Estado de casos análogos a los 
presentados en el desarrollo de la presente investigación.  
 
4- Fallos de los Tribunales frente a la acción de repetición. 
 
5-  Fallos de los Juzgados Contenciosos frente a la acción de repetición. 
 
6-Medidas sancionatorias  aplicables a los servidores públicos. 
 
ARTICULACIÓN DE LAS CAUSAS Y CONSECUENCIAS DEL PROBLEMA 
 
Las acciones de repetición de la Gobernación de Risaralda tienen como finalidad 
la observancia y aplicabilidad de la Ley 678 de 2001 como referente para el 
cumplimiento de la misma, así como el suministro de información que se puede 
proporcionar derivado de la culpa grave o dolo de los servidores, ex servidores 
públicos y particulares que ocasionaron las indemnizaciones en el desempeño de 
sus funciones. 
 
Como se desprende de la norma, la acción de repetición produce el 
reconocimiento de una indemnización por las actuaciones de quienes la 
generaron, de acuerdo a la constitución y a la ley, existen mecanismos judiciales 
para indemnizar a los particulares que se vean afectados por las actuaciones u 
omisiones de los servidores públicos, quienes en ejercicio de sus funciones 
ocasionaron daños antijurídicos. 
 
Se analizaron los casos concretos y las instancias agotadas ante el contencioso 
administrativo. 
 
Dadas las fallas ocasionadas con estas actuaciones en ejercicio de las funciones 
públicas es menester conocer las diferentes omisiones y también los aspectos 
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sancionatorios que adopta la Gobernación Risaralda, como garantía previa. 
 
FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
¿Ha implementado la Gobernación del Risaralda, en el periodo 2008-2011 de 




La Gobernación de Risaralda si ha aplicado de forma eficiente la acción de 




Generalmente todo aquel que cause un daño a otro debe repararlo, sin embargo 
no todo daño se cataloga como un hecho del cual se infiere responsabilidad del 
autor, debido a las exigencias establecidas en la ley para los casos que revisten 
estas características descritas, del agente generador del daño haber actuado de 
una manera dolosa o culposa. 
 
El artículo 90 de la Constitución Política de Colombia, y la Ley 678 de 2001, la cual 
establece en su artículo 1º “…Regular la responsabilidad patrimonial de los 
servidores y ex servidores públicos y los particulares que desempeñen funciones 
públicas, a través del ejercicio de la acción de repetición”11. 
 
Mediante el presente trabajo de investigación, se pretende indagar acerca de las 
causas que establece la Ley para que un servidor, o ex –servidor público, de la 
Gobernación del Risaralda, que ocasionó el pago o reconocimiento de las 
indemnizaciones, con lo cual produjeron el detrimento patrimonial de esta entidad 
                                                          
11
 Artículo 1º Ley 678 de 2001. 1 p. 
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derivadas del comportamiento adverso en el desarrollo de sus funciones se 
encuentre inmerso dentro del procedimiento adelantado mediante la acción e 
repetición como mecanismo obligatorio para la recuperación de estos dineros 
pagados. 
 
De igual manera, se focalizarán los casos más cuantiosos en éstas acciones de 
repetición, para sentar un precedente que permita plantear soluciones, a fin de 
evitar tales procesos y sus connotaciones; mediante un muestreo significativo, que 
permita detectar las diferentes falencias. 
 
Durante el proceso de investigación se adelantan las diferentes fases que 
determinan esta acción, iniciando la verificación exhaustiva de las acciones de 
reparación directa iniciadas por las personas afectadas en torno las acciones y 
omisiones de los funcionarios, con la finalidad de mostrar el adecuado 
acatamiento a la constitución y a la ley, y desarrollar un estado del arte instructivo 
a partir de las diferentes teorías entorno al tema. 
 
Lo anterior, amplia los conceptos que dinamizan esta acción de repetición, 
permitiendo conocer las actuaciones afín con lo determinado por esta Ley que la 
regula en sentido de poder verificar si en algún momento ha existido omisión del 
representante legal de la Gobernación de Risaralda de los términos perentorios 
que debe tener en cuenta para iniciar el proceso en contra de quien resulte 
culpable, y por lo tanto verificar si ha sido objeto de sanción disciplinaria por el no 
cumplimiento de esta obligación de formular la correspondiente demanda. 
 
Así las cosas, el resultado de la presente investigación ayuda a los servidores 
públicos para que articulen bien sus actuaciones y procedan conforme a la Ley así 
como el resto de la población para que se enteren de los procedimientos que han 
sido producto de indemnizaciones, colocando en riesgo el erario público del 
Departamento. 
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En cuanto a la legitimación se analizaron los puntos fundamentales que se 
tuvieron en cuenta como es la de ejercitar la acción en tiempo una vez efectuado 
el pago a cargo de la Gobernación de Risaralda. 
 
En lo concerniente a las consecuencias que esta acción trae es un indicativo de la 
efectividad de aplicación de la norma, puesto que el presupuesto indica los casos 
correspondientes, si el agente se encuentra desempeñando las funciones al 
momento del fallo se desvincula de la entidad, si es contratista se le declara la 
caducidad del contrato y se inhabilita por 5 años para el desempeño de cargos 
públicos  
 
Atendiendo a lo descrito con anterioridad se realizó una investigación teniendo en 
cuenta los siguientes objetivos: 
 
Objetivo General 
Identificar las acciones de repetición frente a los servidores, ex servidores públicos 
y particulares, que de conformidad con la Ley cumplieron funciones públicas en la 
Gobernación de Risaralda y con sus actuaciones dolosas o gravemente culposas 
dieron lugar a indemnizar a particulares, por los perjuicios causados, durante los 




1. Identificar las acciones de repetición instauradas en contra de los servidores, 
ex–servidores públicos y particulares que desempeñaron funciones públicas 
(vigencia 2008-2011), interpuestas por personas naturales y jurídicas,  que hayan 
presentado demanda en contra de esta entidad.  
 
2. Caracterizar las acciones de repetición, en una matriz de conceptualización 
normativa. 
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3. Especificar las causas dolosas o gravemente culposas del agente público, que 
haya desempeñado estas funciones en la Gobernación del Risaralda, relacionadas 
con un hecho adverso a los fines del Estado.  
 
4. Desarrollar un referente jurisprudencial acerca de los pronunciamientos 




- Mediante la información requerida, previa a la muestra aplicada, se pretende 
saber si en la Gobernación de Risaralda durante los años 2008 -2011 se dio 
aplicabilidad al imperativo legal, para ejercer el medio judicial que permite la 
obtención del reintegro de montos de indemnizaciones pagadas.   
 
- En cuanto a la conceptualización normativa, se procura ampliar los 
conocimientos respecto de las acciones de repetición en sus diferentes contextos, 
con el fin de brindar un temario teórico práctico tanto a la entidad objeto de estudio 
como a la población en general.    
 
- Detallar la ocurrencia del acto que deriva en este tipo de acciones para 
identificar de una manera detallada los diferentes modos de incurrir en  escenarios 
desfavorables, a fin de establecer unos mecanismos efectivos, a través de 
proyecciones aplicadas al mejoramiento de las funciones administrativas.  
 
- La jurisprudencia es un referente indispensable a la hora de unificar casos 
análogos con la investigación desarrollada en la Gobernación de Risaralda; así 
mismo permitió recopilar los casos de mayor ocurrencia en Colombia, a efectos de 
establecer un antecedente jurisprudencial del Consejo de Estado y de la Corte 
desde un punto de vista universal. 
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Para el desarrollo de los objetivos anteriores se tuvo en cuenta la siguiente 
estrategia metodológica: 
 
Tipo y Método de Investigación 
 
De conformidad con los planteamientos de la investigación y los objetivos, el tipo 




- Solicitud escrita dirigida a la Jurídica de la Gobernación de Risaralda, de acceso 
a expedientes para obtener información relacionada con los procesos de acciones 
de repetición adelantadas durante el período 2008 – 2011. 
 
- Revisión del reglamento del Comité Interinstitucional de Control Interno del 
Risaralda – CICIR, de los planes proyectos y estrategias de aplicación en los 
procedimientos de la función pública, de acuerdo al rol que cumplen las oficinas de 




- Constitución Política de Colombia 
- Doctrina 
- Jurisprudencia 
- Código Civil 
 
- Búsqueda de las Teorías de las acciones de repetición en Internet 
- Sentencias del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional  
- Consulta de la Ley 678 de 2001 que rige las acciones de repetición. 
- Libros, revistas, tesis anteriores. 
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Población y muestra 
 
La Gobernación de Risaralda de acuerdo a la Constitución y a la Ley, debe 
adoptar los mecanismos necesarios que propenda por efectivo cumplimiento en 
aras de salvaguardar el patrimonio, garantizar la participación al colectivo y 
conservar el orden público. 
 
Según lo preestablecido, se revisaron las acciones de repetición incoadas por la 























1. EXPLORACIÓN TEÓRICA 
 
1.1 MARCO REFERENCIAL 
 
1.1.1 Estado del arte o antecedentes de la investigación. La acción de 
repetición orientada como un mecanismo de defensa y garantía a la función 
Administrativa, identificadas en la Gobernación de Risaralda durante los años 
2008 – 2011, ha tenido algunos desarrollos teóricos anteriores tomados como 
referente para el manejo esquemático de la presente tesis, básicamente 
encaminada hacia la revisión de las acciones de repetición incoadas a través de 
este ente territorial, las cuales a su vez van dirigidas a demostrar su alcance en la 
práctica, así mismo permitió ampliar los conocimientos en torno al tema por medio 
de la elaboración de un documento con un amplio contenido normativo, 
jurisprudencial, y teórico. Por lo tanto a continuación se recapitulan algunos 
trabajos encontrados en torno al tema planteado, no siendo el mismo enfoque 
pero con una vasta explicación en lo que respecta a las acciones de repetición en 
general; desde esta perspectiva se inicia con el siguiente trabajo el cual fue 
extraído de la página web gerencie.com; su importancia radica en la 
caracterización de la acción de repetición en cuanto a sus elementos, requisitos, 
contenido, alcance y prescripción, lo que permitió ubicarse en una posición sólida 
y objetiva a la hora de dar aplicabilidad a este tipo de acción, en adelante se 
presentan otros trabajos investigados en diferentes partes como es el caso de la 
biblioteca de la Universidad Libre de Pereira, facultad de derecho: 
 
1.1.2 De la acción de repetición. ¨Como una manifestación del principio de la 
responsabilidad estatal directa el inciso segundo del artículo 90 Superior 
determina que en el “evento de ser condenado el Estado a la reparación 
patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta 




Se parte del análisis de este precepto constitucional, el sentido transmitido por el 
Constituyente, y según lo planteando, para dilucidar a través de esta disposición la 
ratificación del deber del estado, de repetir contra sus funcionarios o ex 
funcionarios, cuando como consecuencia de la conducta dolosa o gravemente 
culposa de éstos, exista una condena que obligue al estado a reparar daños 
antijurídicos causados a la población en general. 
 
De igual manera el legislador en desarrollo del precitado mandato constitucional, 
estableció en el artículo 78 del Código Contencioso Administrativo decreto 01 de 
1984, la acción de repetición, como un medio efectivo para que la entidad 
condenada al pago de perjuicios por la acción dolosa o gravemente culposa de un 
funcionario suyo, pudiera repetir contra este y de esta manera reintegrar el capital 
perdido, siendo esta una forma de establecer el equilibrio. 
 
En cuanto al aspecto atinente a lo procedimental, la vinculación del funcionario 
puede realizarse de varias formas, a saber: 
 
- Tal como lo establece el mencionado artículo 78, el particular afectado o 
perjudicado con el daño antijurídico por la acción u omisión estatal, está facultado 
para demandar a la entidad pública, al funcionario o ambos. En este último evento, 
la responsabilidad del funcionario habrá de establecerse durante el proceso. 
 
- A través del llamamiento en garantía al funcionario, el cual, de conformidad 
con las normas procesales de carácter contencioso administrativo, deberá hacerse 
por la entidad dentro del término de fijación en lista y; 
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 Extraído de un trabajo de la acción de repetición en la página: www.gerencie.com/accion-de-
repeticion.html (Consultado en fecha: 08 de Enero de 2013). 
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- Por medio de la acción de repetición ejercida de manera independiente por la 
entidad pública condenada contra el funcionario. 
 
¨De acuerdo con lo anterior, la acción de repetición se define como el medio 
judicial que la Constitución y la ley le otorgan a la Administración Pública para 
obtener de sus funcionarios o ex funcionarios el reintegro del monto de la 
indemnización que ha debido reconocer a los particulares como resultado de una 
condena de la jurisdicción de lo contencioso administrativo por los daños 
antijurídicos que les haya causado¨. 
 
En cuanto a los requisitos, este estudio en particular identificó algunos que se 
expresan a continuación: 
 
¨Para que la entidad pública pueda repetir contra el funcionario o ex funcionario, 
es necesario que concurran los siguientes requisitos: 1. que una entidad pública 
haya sido condenada por la jurisdicción contencioso administrativa a reparar los 
antijurídicos causados a un particular; 2. que se haya establecido que el daño 
antijurídico fue consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa del 
funcionario o antiguo funcionario público. 3. que la entidad condenada haya 
pagado la suma de dinero determinada por el juez en su sentencia¨13. 
 
Es de gran relevancia esta herramienta impuesta por la Constitución y la Ley, 
puesto que mediante la acción de repetición es probable salvaguardar el 
patrimonio del estado, en cumplimiento de los principio establecidos en la 
Constitución Política, en cuanto al cumplimiento de los fines esenciales del estado 
en el contexto de estado social de derecho como garante de lo esencialmente 
establecido dentro de un orden justo, para que las autoridades protejan a sus 
administrados en su vida, honra y bienes. 
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 Ibíd., p. 19. 
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¨Si el legislador no hubiese creado mecanismos procesales para poder vincular a 
los funcionarios con el objeto de determinar si su conducta dolosa o gravemente 
culposa es la causa de la condena impuesta por el juez a la entidad, el Estado se 
encontraría sin herramientas para la defensa de la integridad de su patrimonio y 
para preservar la moralidad pública¨. 
 
1.1.3 Caducidad y prescripción. ¨La prescripción es un modo para el surgimiento 
de derechos subjetivos (prescripción adquisitiva), o para extinguir obligaciones 
(prescripción extintiva). Esta institución jurídica otorga derechos con base en la 
ocurrencia de hechos. No opera por el simple paso del tiempo, sino que tiene en 
consideración elementos subjetivos como el ejercicio o inactividad de un derecho 
subjetivo¨. 
 
¨De la definición anterior se desprende su carácter renunciable y la necesidad de 
ser alegada por quien busca beneficiarse de ella. De la misma manera, puesto que 
se trata de un modo para el surgimiento de derechos subjetivos, es viable su 
interrupción y suspensión en consideración a especiales circunstancias de las 
personas involucradas dentro de la relación jurídica (incapacidad relativa o 
absoluta, fuerza mayor), que impidan su ejercicio o la defensa frente la posible 
extinción del derecho14¨. 
 
¨La caducidad es una institución jurídica procesal a través del cual, el legislador, 
en uso de su potestad de configuración normativa, limita en el tiempo el derecho 
que tiene toda persona de acceder a la jurisdicción con el fin de obtener pronta y 
cumplida justicia. Su fundamento se haya en la necesidad por parte del 
conglomerado social de obtener seguridad jurídica, para evitar la paralización del 
tráfico jurídico. En esta medida, la caducidad no concede derechos subjetivos, 
sino que por el contrario apunta a la protección de un interés general. La 
caducidad impide el ejercicio de la acción, por lo cual, cuando se ha configurado 
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 Ibíd., p. 21. 
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no puede iniciarse válidamente el proceso¨15. 
 
¨Esta es una figura de orden público lo que explica su carácter irrenunciable, y la 
posibilidad de ser declarada de oficio por parte del juez, cuando se verifique su 
ocurrencia¨16. 
 
¨La justificación de la aplicación de la figura de la caducidad en las acciones 
contencioso administrativas, tiene como fundamento evitar la incertidumbre que 
podría generarse ya sea por la eventual anulación de un acto administrativo, o el 
deber que podría recaer sobre el Estado de reparar el patrimonio del particular 
afectado por una acción u omisión suya. Así, en esta materia, se han establecido 
plazos breves y perentorios para el ejercicio de estas acciones, transcurridos los 
cuales el derecho del particular no podrá reclamarse en consideración del interés 
general¨17. 
 
¨En lo concerniente a la acción de repetición, la caducidad, aparte de las 
características y elementos antes anotados, tiene como propósito fundamental 
propender por la eficiencia de la administración, al señalarle un plazo perentorio 
para que pueda acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo a 
demandar a sus funcionarios o ex funcionarios el reintegro de los pagos que haya 
debido realizar como resultado de su conducta dolosa o gravemente culposa. 
(Corte constitucional, sentencia 832 de 2001)¨. 
 
¨Un punto sobre el cual es necesario detenerse es el relacionado con la polémica 
que existía en torno a si la responsabilidad de las entidades públicas, era indirecta 
o directa. Los defensores de la primera tesis, basaban sus fundamentos en los 
postulados del Código Civil que afirmaban que había responsabilidad por el hecho 
del otro cuando la persona sobre la cual se ejercía algún tipo de autoridad o 
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 Ibíd., p. 21. 
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dominio causaba un daño, evento en el cual aquel tenía la obligación de resarcir el 
daño provocado por su dependiente. Así, en materia estatal se indicaba que la 
responsabilidad era indirecta por cuanto las personas de derecho público 
respondían por las acciones u omisiones de sus funcionarios. El concepto 
evolucionó y se dijo que si bien quien provocaba el daño era la persona natural 
que estaba al servicio del Estado, esto no podía ser de otra manera, por cuanto 
como persona jurídica que es, su forma de actuar en el plano de la realidad se 
concretaba a través de los funcionarios que estaban a su servicio, lo cual implica 
que en últimas quien verdaderamente es el causante del daño es la entidad 
pública¨18. 
 
¨En materia contractual, la acción de repetición se encuentra consagrada en el 
artículo 54 de la Ley 80 de 1993, el cual señala que en caso de ser condenada 
una entidad por hechos u omisiones imputables a título de dolo o culpa grave de 
un servidor público, la entidad, el ministerio público, cualquier persona o el juez 
competente, podrán iniciar la respectiva acción de repetición siempre y cuando no 
se hubiere llamado en garantía al servidor dentro del proceso¨19. 
 
En el siguiente resumen además de los conceptos manejados de la acción de 
repetición, se explica un tema jurídico atinente y compatible con esta figura y es el 
llamamiento en garantía, este trabajo fue publicado por la Universidad javeriana de 
Colombia. 
 
1.1.4 La acción de repetición y el llamamiento en garantía ley 678 de 2001. Se 
pronunció en otros apartes de esta investigación, el sentido que otorga la ley y las 
especificaciones realizadas en torno al tema planteado para identificar realmente, 
cuando se estuvo frente a un hecho concreto para que la entidad pueda demandar 
en acción de repetición. Se concluyó entonces de la regla general en cuanto al 
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 Ibíd., p. 22. 
19
 Ibíd., p. 23. 
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daño en sí mismo y se expresó que no todo daño causado hace responsable a su 
autor, debido a las precisiones normativas en cuanto que la actuación del agente 
generador sea dolosa o culposa.     
 
Esta cuestión ha sido canalizadora de la responsabilidad del Estado puesto que de 
acuerdo a este estudio, pasó de ser una cuestión indiscutible a ser tema debatible. 
Se logró observar entonces al artículo 90 de la Constitución Política donde se 
encamina la Responsabilidad del Estado, apoyada en el concepto de 
antijuridicidad (responsabilidad, siempre y cuando al particular se le produzca un 
daño que no tenga la carga de soportar). 
 
Según todo este debate, la responsabilidad de los funcionarios del estado se 
encontraba un poco difusa hasta que el legislador planeó dentro de un cuerpo 
normativo la forma en que el estado podía actuar en pro de asegurar su 
patrimonio. 
 
En consecuencia se colige una vez más la función que desarrolla la norma a 
efectos de generar seguridad, al momento de utilizarla como una herramienta 
indispensable, en la protección del erario público. Por lo tanto se retoma el sentido 
que esta dirige.  
 
¨Según la ley 678 de 2001, la acción de repetición es el medio judicial que la 
Constitución y la ley le otorgan a la administración pública para obtener de sus 
funcionarios o ex funcionarios el reintegro del monto de la indemnización que ha 
debido reconocer a los particulares como resultado de una condena de la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo por los daños antijurídicos causados 
en ejercicio de funciones públicas o con ocasión a ellas, haya actuado con dolo o 
culpa grave, descartando así la responsabilidad por culpa leve o levísima. Lo 
anterior se fundamenta en que se deben castigar las actuaciones reprochables, 
pero no se puede llegar al extremo de causar temor para que el particular acceda 
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a los cargos públicos por los eventuales perjuicios que en ejercicio de estos pueda 
causar¨20. 
 
En este inciso que a continuación se transcribe es necesario precisar, nuevamente 
el estudio referencial de la acción de repetición en cumplimiento de los fines 
esenciales del Estado sino que expresa los principios, por los cuales se rige la 
función administrativa.  
 
¨Según esta ley, la finalidad de la acción de repetición es el interés público, 
comprendido como protección del patrimonio estatal, siendo un mecanismo útil 
para el control de la corrupción. Puede entenderse como un control por vía 
negativa, ya a través del castigo pecuniario a personas que ejercen o ejercieron 
funciones públicas se va obteniendo que las mismas eviten cometer conductas 
representativas de daño a los particulares que requieren de indemnización por 
parte del Estado. A su vez los principios rectores son los de moralidad y eficiencia, 
y los fines de la acción son preventivos y retributivos. A diferencia de lo que 
consagra la ley, se consideró que el fin último es puramente patrimonial, es 
conseguir la devolución de los gastos en los que ha tenido que incurrir el Estado 
por aspectos ajenos a él. Las finalidades de moralidad y eficiencia de la función 
pública son efectos derivados de su aplicación¨21. 
 
¨En la mencionada ley se contemplan las características principales de la acción 
de repetición, así como sus requisitos y aspectos procesales (hecho generador, 
sujetos activo y pasivo, caducidad, jurisdicción y competencia, medidas 
cautelares, procedimiento, y las diferentes formas de terminación del proceso, 
entre otros)¨22. 
 
¨Dentro del mencionado desarrollo, la ley 678 de 2001 define el concepto de culpa 
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 Ibíd., p. 23. 
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 Ibíd., p. 25. 
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 Ibíd., p. 26. 
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grave y dolo, respecto de las conductas causantes del daño, dejando de lado la 
aplicación tradicional de los conceptos de la legislación civil. Se ha dado lugar así 
a que la jurisprudencia y la doctrina se pronuncien sobre formas de culpabilidad en 
materia administrativa¨23. 
 
En cuanto al inciso siguiente, es viable desde el aspecto análogo que hace la 
disquisición en el sentido práctico del Llamamiento en garantía, no obstante 
durante la etapa procesal que se adelanta contra el estado en procura de integrar 
a los particulares implicados en este tipo de responsabilidad.  
 
¨Adicionalmente la ley contempla el llamamiento en garantía con fines de 
repetición, en todos los aspectos mencionados anteriormente, ya que los aspectos 
procesales enmarcan las diferencias entre las instituciones. Se considera este un 
mecanismo asimilable a la acción de repetición, por cuanto tiene sus mismos 
principios y fines con la diferencia que este llamamiento en garantía se presenta 
durante el proceso de responsabilidad que se adelanta contra el Estado por parte 
del particular, el cual es considerado una etapa previa a la acción de repetición, 
representando un evento de clara economía procesal¨24. 
 
1.1.5 La acción de repetición frente a la responsabilidad patrimonial del 
Estado. Por, Mario Felipe Daza Pérez 
 
El autor de este análisis de la responsabilidad patrimonial de los funcionarios del 
Estado, mostró una posición menos permisiva y más justa frente al manejo del 
patrimonio del estado, en el entendido de no dejar pasar por alto el ejercicio de 
este tipo de ACCIÓN frente a la actuación en muchos casos descuidada de 
algunos agentes de las entidades, es decir, del deber del estado de presentar esta 
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 Extraído de la página: 
http://www.javeriana.edu.co/biblos/tesis/derecho/dere6/paginas/tesis28.htm. (La acción de 
repetición y el llamamiento en garantía Ley 678 de 2001).  
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acciones. Así mismo, señaló que tipo de funcionarios hacen parte de esta 
responsabilidad que acarrea un desempeño eficiente y transparente dentro de la 
administración pública. De igual forma este estudio posee diferentes criterios 
jurídicos y jurisprudenciales que vale la pena decantar para conocer otros 
aspectos de la acción de repetición.   
 
¨Haciendo un breve pero conciso análisis de investigar sobre LA 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE LOS AGENTES DEL ESTADO a través 
del ejercicio de la ACCIÓN DE REPETICIÓN o de LLAMAMIENTO EN GARANTÍA 
CON FINES DE REPETICIÓN, consagrado en la LEY 678 DE 2001 se logró 
realizar un análisis y concretar lo siguiente¨: 
 
¨Es de justicia perseguir el reembolso y/o la indemnización del daño sufrido por el 
pago de la obligación de otro. En esta medida, la acción de repetición, en materia 
administrativa, es un derecho-deber del Estado que busca el reembolso de lo 
pagado como consecuencia de un reconocimiento indemnizatorio previamente 
decretado por la jurisdicción¨25. 
 
¨El diccionario de la Real Academia Española define la expresión repetir como la 
acción de reclamar contra tercero, a consecuencia de evicción, pago o quebranto 
que padeció el reclamante, definición que se adecua al concepto jurídico que 
encierra la obligación de repetir en contra de los funcionarios que por su culpa 
grave o dolo han causado una declaración de responsabilidad en contra del 
Estado¨26. 
 
¨Al establecer que el artículo 50 de la Ley 80 de 1993 es el único fundamento de la 
responsabilidad patrimonial del Estado como responsabilidad contractual, no 
constituye el fundamento único de la responsabilidad que se puede derivar del 
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 Extraído de la página de Internet: http://derechopublicomd.blogspot.com/2012/11/la-accion-de-
repeticion-frente-la.html. (La  acción de repetición). 
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estado, por lo cual el artículo 90 de la Constitución es directamente aplicable en 
este campo que se incluyó; por lo tanto este artículo determina que en el evento 
de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, 
que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un 
agente suyo, aquel deberá repetir contra éste¨27. 
 
1.1.6 Concepto planteado en la sentencia C-430 de 2000. Dentro de la 
jurisprudencia que ha manejado la Corte Constitucional respecto del tema, 
destaca que es evidente que el artículo 90 constitucional consagra una clara 
diferencia entre la responsabilidad del Estado, y la responsabilidad que igualmente 
es posible deducir a sus agentes. En el primer caso, la responsabilidad resulta de 
la antijuridicidad del daño, pero frente a sus agentes esa antijuridicidad se deduce 
de la conducta de estos, vale decir, de que el comportamiento asumido por ellos y 
que dio lugar al daño, fue doloso o gravemente culposo¨28.  
 
¨En tal virtud no puede deducirse responsabilidad patrimonial del funcionario o 
agente público si no se establece que obró, por acción u omisión, constitutiva de 
dolo o culpa grave, y que lo hizo en ejercicio o con motivo de sus funciones. En 
consecuencia si la responsabilidad del agente público no se configura en dichos 
términos, resulta improcedente que el Estado ejerza la acción de repetición, 
porque ésta sólo se legitima en la medida en que éste sea condenado a reparar el 
daño y los agentes estatales resulten igualmente responsables¨29. 
 
¨Así, sin perjuicio de las demás sanciones que establezca la ley, no podrán ser 
inscritos como candidatos a cargos de elección popular, ni elegidos, ni designados 
como servidores públicos, ni celebrar personalmente, o por interpuesta persona, 
contratos con el Estado, quienes hayan sido condenados, en cualquier tiempo…  
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Tampoco quien haya dado lugar, como servidores públicos, con su conducta 
dolosa o gravemente culposa, así calificada por sentencia ejecutoriada, a que el 
estado sea condenado a una reparación patrimonial, salvo que asuma con cargo a 
su patrimonio el valor del daño. Así los servidores públicos condenados en acción 
de repetición no pueden inscribirse hasta que no pague o llegue a un acuerdo¨30. 
 
¨Destacando que una condena en acción de repetición no genera inhabilidad, solo 
se da cuando no se de cómo se indicó por efecto de un pago o un acuerdo, así lo 
señaló el Consejo de Estado, al reiterar su doctrina sobre la interpretación 
restrictiva de las causales de inhabilidad política consagradas en la Constitución y 
en las leyes electorales. Según el fallo, la inhabilidad establecida en el artículo 122 
de la CN, según la cual no pueden ser congresistas quienes sean condenados 
judicialmente, debe interpretarse con una limitación: la causal solo se configura 
cuando la condena se produce en un proceso penal. Cualquier otra condena 
judicial, ni siquiera las condenadas parciales como las administrativas, no 
constituye una inhabilidad electoral¨31. 
 
¨Ahora, en principio y atendiendo la regla general, según la cual, la ley solo tiene 
efectos para el porvenir y que por ende no tiene efectos retroactivos es decir que 
la ley nueva no es aplicable ni a las situaciones jurídicas ni a los efectos que ellas 
produjeron en el pasado, la Ley 678 de 2001 solo se aplicaría para actos y hechos 
que originaron responsabilidad del servidor público y tuvieron ocurrencia después 
de la publicación de esta norma, esto es, agosto de 2001. Esta afirmación 
encuentra también respaldo constitucional en inciso 2° del Artículo 29 al disponer 
que: nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le 
imputa¨32. 
 
¨Seguido de la anterior la acción de repetición en lo que expresa en esta ley es 
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una ACCIÓN CIVIL DE CARÁCTER PATRIMONIAL de ahí se deriva también su 
naturaleza jurídica, como ACCIÓN CIVIL consagrado así en anterioridad de la 
vigencia de esta ley en los artículos 63 y 2341 del Código Civil como 
RESPONSABILIDAD CIVIL PATRIMONIAL, mientras algunos autores suponen 
que se trata de una ACCIÓN PÚBLICA más que civil ya que no se puede desistir y 
es obligatoria impetrarla contrario a lo que establece el artículo 15 del Código Civil 
sobre su desistimiento, así como el artículo 342 del CPC (ahora 314 del CGP), 
que deberá ejercerse en contra del servidor o ex servidor público como 
consecuencia, pero esta solo puede darse de dos modalidades que son de forma 
de dolo o de forma gravemente culposa¨.  
 
¨Así otros expresan que se trata de una ACCIÓN CONSTITUCIONAL, como 
quiera que fue consagrada expresamente en la Constitución Política (inciso 
segundo, Artículo 90), que es de carácter legal, pues su desarrollo se encuentra 
consagrado expresamente en la ley, que es obligatoria, porque cuando se observe 
que el servidor público actuó con dolo o culpa grave, la entidad deberá repetir, es 
autónoma, toda vez que la repetición se busca tan pronto la administración resulta 
condenada y la sentencia este ejecutoriada y cumplida la obligación impuesta, y 
además es secundaria, en la medida en que no se podría iniciar aquella, sin la 
declaratoria judicial que resuelva, mediante sentencia condenatoria o auto 
aprobatorio de la conciliación o cualquier otro método alternativo de solución de 
conflictos, la responsabilidad estatal¨33. 
 
¨Pero en ultima se destaca que la acción de repetición teniendo en cuenta lo 
anterior es de carácter CIVIL-PATRIMONIAL, pues su finalidad persigue el 
reembolso de lo pagado, independientemente que sea pública y constitucional¨.  
 
¨De este modo estableciendo la naturaleza de esta acción la obligación, 
inicialmente recae en el comité de conciliación de las entidades públicas, o en su 
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defecto en el representante legal de la entidad condenada cuando la entidad no 
tenga la obligatoriedad de conformarlo, deberá repetir, so pena de incurrir en 
causal, para los miembros del Comité, en falta disciplinaria, y para el segundo en 
causal de destitución¨34.  
 
¨Es requisito de procedibilidad el comité de conciliación del cual no es que sea 
muy objetivo, ya que tendría un tipo de vínculo de amistad con algunos de los 
agentes implicados cuando sean varios o con el que este sindicado, y se dice 
porque los miembros de esta es muy posible que no señalen a un servidor de nivel 
superior demandándolo para que responda con la acción de repetición en su 
contra, ora con los de bajo rango no sería el problema enjuiciarlo y seria que de 
muy cándidos cayeran rápido, por tal razón se debería dar una reforma limitada al 
monto de la condena impuesta en repetición pagable por el servidor público, 
porque siempre los de bajo nivel son los que caerían con más facilidad que los 
funcionarios de alto nivel¨35. 
 
¨En todo caso el juez o tribunal (preferiblemente este último) siempre debe evaluar 
la conducta del funcionario y su real participación en los hechos, teniendo en 
cuenta que la mayoría de los casos se es defendido por un curador ad litem a que 
limita contestar los hechos de la demanda afirmando y sin solicitar la práctica de 
prueba, ni llamar a los testigos que dieron lugar a la desviación de poder¨. 
 
¨Además de esto el juez que conoce de la entidad pública, es el mismo que 
conoce de la acción de repetición, y este mismo conoce también de la sentencia 
en ejecución, al ser el mismo hay imparcialidad pues ya hay formado un criterio 
contra el funcionario en el que haya incurrido o no, por lo que tendría una total 
desventaja, quebrantándose así los principios constitucionales¨36.  
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¨El presumir el legislador estaría desbordando la presunción de inocencia y el 
debido proceso ya que la acción de repetición hace parte del campo del derecho 
sancionatorio, ya que antes que nada ellas se aplican los principios 
constitucionales mencionados los que rigen el derecho penal y el derecho 
disciplinario¨.  
 
¨Esta acción expresa la ley que se ejercerá también en contra de los funcionarios 
de la rama judicial y de la justicia penal militar y no solo frente cuestiones 
administrativas, se podrá decir también que el delegante no se exime de 
obligación y responderá solidariamente junto con su delegatorio en materia de 
repetición o llamamiento de este¨37. 
 
¨De esta manera la Ley 270 de 1996, establece como presunción de 
responsabilidad del funcionario y del empleado judicial así como se expresa en el 
artículo 71 y 72 de la citada ley en que la responsabilidad del funcionario y del 
empleado judicial. En el evento de ser condenado el Estado a la reparación 
patrimonial por un daño antijurídico que haya sido consecuencia de la conducta 
dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste.  
 
De ahí que la administración responda por lo que hagan estos como ilustración de 
algunos ejemplos en que se deba responder se pudieron mencionar tales como:  
 
¨Atentados terroristas, desaparición forzada, enriquecimiento sin justa causa, falla 
del servicio, falla o falta de servicio médico, errores judiciales, prevaricatos que 
vulneren derechos, como daño antijurídico, retardo injustificado de términos 
procesales, la privación injustificado de la libertad, falta de protección, manejo 
inadecuado de armas oficiales ,manejo inadecuado de vehículo oficial, declaración 
de caducidad ilegal , incumplimiento contractual , terminación injusta del contrato 
de trabajo - despido injusto, controversias contractuales civiles y/o comerciales 
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¨Precisamente lo que se trata de evitar es la inmoralidad, la ineficiencia y de allí 
que esta sanción cumpla con un fin retributivo y preventivo propia de la función 
pública, de esta manera disminuyendo con la corrupción¨.  
 
¨Desde el punto de vista procesal se podría impetrar tal acción solo antes la 
jurisdicción contenciosa administrativa, en la cual podrá ser competente el juez o 
tribunal que se haya tramitado la responsabilidad patrimonial o donde se haya 
originado una conciliación¨.  
 
¨Cuando se trate de altos dignatarios ya sea en servicio o desvinculado tales 
como: el presidente, senadores, fiscal general o procurador, conocerá de esta 
asunto el Consejo Estado de la sala Contencioso Administrativo, cuando se trate 
de un magistrado del Consejo de Estado conocerá en pleno la Corte Suprema de 
Justicia, así si la acción se presentare frente a varios funcionarios, será 
competente el juez que conocería del proceso en contra del mayor jerarquía¨. 
 
¨Después de haberse efectuado el pago, seis (6) meses después podrá repetirse 
con el agente, como consecuencia del pago como se dijo o de una conciliación 
acordada, sino se ejercitare dicha acción podrá hacerlo la agencia nacional para la 
defensa de la nación, cualquier persona lo podrá requerir, en caso tal que la 
entidad con su representante legal no lo hiciera será causal de destitución, así 
mismo no habrá desistimiento y se tramitara como proceso ordinario como si fuera 
reparación directa del CCA¨.  
 
¨La caducidad de dicha acción está limitada para dos (2) años, a partir según la 
Corte Constitucional condiciono tal medida en SENTENCIAS C-394 DE 2002 Y C-
832 de 2001 en donde se tomara en cuenta desde el último pago incluyendo las 
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costas y agencia en derecho, tomando en cuenta también como cuantía el valor 
neto total de la condena impuesta al estado o del acuerdo conciliatorio logrado sin 
tomar en cuenta los intereses¨39. 
 
¨De igual modo, es permitido en los procesos de repetición acordar una 
conciliación ya sea judicial o extrajudicial, sobre formulas y plazos para el pago, 
esta conciliación se debe a los plazos pero para la entidad que deba pagar por su 
responsabilidad patrimonial, de ahí se partirá si este perjuicio fue causado por 
culpa grave o dolo por un agente, y tomara su cuantificación tendiente su 
participación y la producción del daño, así como le es otorgado un plazo a la 
entidad pública para pagar en la acción de repetición la entidad le dará un plazo o 
acordar conciliación con este para efectuar la finiquitarían¨. 
 
¨Ante cualquier eventual sentencia es mejor utilizar la vía de la conciliación, por 
economía procesal y evitar desgastes innecesarios, ya que de más están 
congestionados, es recomendable también estudiar bien si cabe una acción de 
repetición, hacer el análisis sustancial del caso, atisbar si hubo dolo o culpa grave, 
se debe conciliar prejudicialmente, ver que no haya caducado, jamás se deberá 
desechar la conciliación si es posible conciliar con el demandante se debe hacer, 
con fórmulas de arreglo, en todo caso jamás se debe prescindir de la acción de 
repetición si es necesario se debe recordar que se trata de un intereses de la 
nación y de los particulares que en los impuestos pagan y que a la gracia de estos 
agentes compensan a la víctimas¨.  
 
¨Así en ultimas la sentencia ejecutoriada o el auto aprobatorio de la 
responsabilidad civil patrimonial prestara merito ejecutivo por vía de jurisdicción 
coactiva, así incumpla o no el agente está llamado a pagar, para ello destaca de 
los bienes sujetos a registro o no, de embargo y secuestro¨.  
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¨La ley no solo comenta sobre la acción de repetición sino frente al llamado valga 
la repetición llamamiento en garantía, de los procesos de responsabilidad en 
contra del estado relativos en controversias contractuales, reparación directa, 
nulidad y restablecimiento del derecho, así la entidad pública perjudicada solicitará 
el llamamiento al agente ya sea por prueba sumaria para que aparezca el 
funcionario responsable. Así el agente se podrá excusar si en la contestación de la 
demanda se propone excepciones de culpa exclusiva de la víctima, hecho de un 
tercero, caso fortuito o fuerza mayor¨. 
 
¨Es allí donde se destaca lo confusión de la ley ya que ante un siniestro puede que 
se dé un caso fortuito y una culpa del agente, o hecho de un tercero o culpa del 
agente y es algo que debe ser revisado, ya que la sola propuesta desvirtuaría su 
obligación, así este concurriendo una causal que lo incluya y lo excluya a la vez¨.  
 
¨Este proceso se llevara paralelamente con el proceso de responsabilidad del 
estado pero en cuaderno distinto, puede haber conciliación sobre las pretensiones 
en su contra, en caso tal que no se haga terminara el proceso terminara con su 
sentencia, que en esta el juez o magistrado no solo se pronuncia sobre las 
pretensiones de la demanda principal sino también de la responsabilidad del 
agente llamado en garantía y la repetición que le corresponde al estado¨. 
 
¨En caso tal esta sentencia de repetición o del llamamiento en garantía condene al 
funcionario se dispondrá el registro del fallo y la cancelación de los registros de las 
transferencias de propiedad, gravámenes y limitaciones del dominio efectuado 
después de la inscripción de la demanda¨. 
 
¨En esta parte final de la ley que se habla sobre medidas cautelares igual como un 
proceso ejecutivo son procedente tales medidas preventivas de embargo y 
secuestro que de igual forma se inscribe la demanda de bienes sujetos a registro, 
pero de igual forma la entidad a favor de este medida deberá prestar caución si se 
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llegase a causar perjuicio al demandado¨. 
 
¨Las medidas en que se resuelva esta serán susceptibles de reposición, apelación 
y queja de igual forma se levantara dicha medida si se ha absuelto de la 
pretensión de repetición al agente, o cuando los demandado presten caución en 
dinero o garantía bancaria, compañía de seguro por el monto que determine el 
juez, que procederá frente al proceso de repetición o del llamamiento en garantía, 
así como en la ejecución del fallo¨.  
 
Entre los trabajos encontrados durante la investigación se pudo extraer la 
siguiente información, de la biblioteca de la universidad libre seccional Pereira 
Facultad de Derecho: 
 
 La acción e repetición y el llamamiento en garantía en materia 
contencioso administrativo, del año 2002, el autor de esta investigación es: 
Andrés González Tamayo. 
 
Desarrolla todos los aspectos puntualizados en la ley 678 de 2001, articulado con 
la figura del llamamiento en garantía; el contenido de esta investigación permite no 
solo establecer el procedimiento aplicable en los prescritos normativos sino que 
amplía los conceptos desde el punto de vista constitucional e identifica los sujetos 
activos y pasivos del derecho. Así mismo maneja los conceptos de servidor 
público, ex servidor y particulares, lo cual permite a las personas del común que 
no manejan estas nociones conocer estas figuras y la forma de aplicación en la 
administración pública.  
 
 La acción de repetición en las actuaciones administrativas de los 
funcionarios y ex funcionarios públicos y la aplicación en el Municipio de 
Tuluá – Valle año 2009. Autor: John Fredy Velásquez Beltrán y Jorge Alberto 
Candamil García. Investigación realizada en el año 2011. 
41 
Básicamente el objeto del presente trabajo fue el de analizar el comportamiento de 
la acción de repetición en el Municipio de Tuluá – Valle. Para determinar su 
cumplimiento. De igual manera aterrizaron los conceptos constitucionales y 
normativos, necesarios para el manejo y aplicabilidad de la acción. 
 
 La acción de repetición como una herramienta eficaz, frente a la acción 
indemnizatoria por parte de las entidades estatales de cara a la acción u 
omisión por parte de sus agentes. Autor: Juan Pablo Álvarez Candamil y Jorge 
Ariel Marín Tabares. Realizada durante el año 2011. 
 
Lo que se verifico dentro de esta investigación fue su punto de especificación 
dentro de la Responsabilidad de los funcionarios judiciales, servidores públicos, 
conceptualización de culpa, dolo y elementos de estos conceptos. Así como las 
medidas cautelares dentro del procedimiento de la acción de repetición.  
 
1.2 MARCO TEÓRICO 
 
La focalización del tema se desarrolla con el propósito de dar a conocer los 
aspectos que maneja la acción de repetición como herramienta principal para el 
direccionamiento de la misma, así como su reglamentación en Colombia y 
aplicación de la misma en la Gobernación de Risaralda: 
 
Mediante ley 678 del 3 de agosto de 2001 fue reglamentada la acción de 
repetición con la finalidad de que las entidades públicas o mejor el estado 
asumiera la responsabilidad patrimonial de sus agentes públicos que en ejercicio 
de sus funciones ocasionaron un reconocimiento indemnizatorio a particulares40. 
 
Es de suma importancia resaltar la acción de repetición en el sentido de ser esta 
herramienta la articuladora entre administradores y administrados, propendiendo a 
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su vez por formar de alguna manera una cultura al interior de las entidades 
públicas o particulares que ejercen funciones públicas, puesto que si se 
compromete el erario público repercute en la comunidad en general como principal 
afectado reduciendo de esta manera, el empleo, la inversión, mejoramiento en 
infraestructura de la ciudad o el Departamento en general, y convenios que 
puedan ayudar a reactivar la recesión económica que se afronta actualmente. 
 
No obstante lo anterior, lo peculiar de la acción de repetición va encaminada a la 
recuperación del capital perdido producto de estas indemnizaciones, es de esta 
manera como el funcionamiento de la misma entidad hace que de una u otra 
forma se garantice la estabilidad de las finanzas públicas. 
 
Para dar a conocer el tema y que este texto sirva como referente de consulta, se 
complementará con doctrina, trabajos anteriores relacionados con la acción de 
repetición y la forma en como se le ha ido apropiando. 
 
En cuanto al referente jurisprudencial como precedente indispensable, se 
desarrollarán sentencias unificadas a partir del año 2005 hasta el presente para 
verificar estos fallos y la evolución que ha tenido la aplicabilidad de la acción de 
repetición en el estado Colombiano.  
 
En particular la presente investigación tiene como objeto mostrar  a través de la 
revisión de las acciones de repetición instauradas en contra de la Gobernación de 
Risaralda o derivadas de esta, el desempeño de sus servidores, ex servidores 
públicos y Particulares y el capital comprometido con estas indemnizaciones. 
 
Dentro de las características de los sujetos, se mostró de una manera 
comprensible en contra de quien puede ir dirigida la acción de repetición, se tiene 
entonces que la misma se dirige de acuerdo a la normatividad preexistente contra: 
el servidor público, Ex servidor público, particular investido de función pública, 
43 
contratista, consultor, interventor, asesor, funcionarios de la rama judicial y justicia 
penal militar41.  
 
En este orden de ideas y siguiendo con lo planteado se revisó el direccionamiento 
especifico de la acción de repetición hacia los servidores, ex servidores y 
particulares que cumplieron funciones públicas. 
 
La información obtenida a través de solicitud escrita permite identificar cuantas 
acciones fueron interpuestas en el lapso 2008 – 2011 en la Gobernación de 
Risaralda; en consecuencia se dinamiza con el requerimiento a fin de obtener 
información más amplia y así determinar si los Directores de dependencias, 
Secretarios de Despacho y demás funcionarios que conocen acerca de este 
mecanismo y la forma en como prevén estas actuaciones desde las actividades 
que cotidianamente desempeñan. 
 
Desde el punto de vista de la Ley 734 de 2002, Código disciplinario único se logró 
también acoger un concepto importante desde la antijuricidad, cuando establece 
en su artículo 5º la ilicitud sustancial “La falta será antijurídica cuando afecte el 
deber funcional sin justificación alguna”. Lo cual hace referencia a lo disciplinario, 
pero de la misma manera va intrínseco el concepto de antijurídico de las 
actuaciones funcionales de los empleados públicos, que propenden por limitar los 
comportamientos descrito en esta ley al momento de su realización. 
 
Dentro de otra perspectiva, se toma un análisis crítico que hace el exponente 
Leonardo augusto Calderón lo particular como lo expresa este autor, es acerca de 
la ley 678 de 2001, con el fin de formular propuestas de reforma que propendan a 
mejorar la eficacia y la justicia de la acción de repetición. En lo que respecta a su 
naturaleza el artículo 2º de la precitada ley establece que la acción de repetición 
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es de naturaleza civil. Al analizar en detenimiento se deduce que no es una acción 
civil como tal, sino una acción regida en un todo por el derecho público, por las 
diversas cuestiones que detalla en los siguientes aspectos: 
 
“Las acciones civiles son por naturaleza voluntaria, y de contenido patrimonial 
pues ningún particular está obligado a demandar en defensa de sus intereses 
patrimoniales, y aún puede renunciar a estos derechos, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 15 y 16 del Código Civil”42. 
 
“De conformidad con lo señalado en el artículo 4 de la ley 678 de 2001, y debe ser 
entablada por el Representante Legal de la entidad pública condenada a pagar 
una suma de dinero mediante una sentencia judicial o en una conciliación. Si el 
Representante de la entidad perjudicada no lo hiciere en un término de 6 meses, 
incurrirá en falta disciplinaria, causal de destitución, y en tal caso, podrá ser 
interpuesta por el Ministerio Público o por la Dirección de Defensa Judicial de la 
Nación del Ministerio del Interior y del Derecho. Para exonerarse de la 
obligatoriedad de su formulación, el representante legal de la entidad pública 
deberá obtener concepto del Comité de Conciliación de la entidad, en el cual se 
expresen las razones por las cuales el Comité consideró que no existe dolo o 
culpa grave de algún funcionario en los hechos que motivaron la condena o la 
conciliación”43. 
 
“Las acciones civiles ordinarias son por regla general desistibles, mientras que la 
acción de repetición no es desistible”.  
 
1.2.1 Articulación del marco teórico. “La responsabilidad del Estado pasó de ser 
una cuestión indiscutible a ser tema debatible. El artículo 90 de la Constitución 
Política consagra la Responsabilidad del Estado, apoyada en el concepto de 
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antijuridicidad (responsabilidad, siempre y cuando al particular se le produzca un 
daño que no tenga la carga de soportar)”44. 
 
Pese a la lenta evolución que ha tenido la acción de repetición, actualmente se 
cuenta con esta herramienta definida en la ley, la cual se encuentra aceptada y 
vivificada en la práctica, permitiendo exigir los pagos por los perjuicios antijurídicos 
causados al funcionario que los ocasiono, de manera directa o a través de esta 
acción.  
 
Es así que orientado desde el artículo 90 de la Constitución Política de Colombia 
cuando el daño antijurídico sea exigible siempre y cuando el particular no tenga la 
posibilidad de soportar, es decir, que la indemnización debe estar previamente 
definida tanto en la Ley como en los fallos proferidos por las autoridades para su 
efectividad.  
 
La Responsabilidad de los funcionarios del Estado se dinamiza en muchos 
sentidos normativos desde la constitución en los artículos 1º de la finalidad del 
estado, 2º de la garantía de salvaguardar el patrimonio del estado y garantizar la 
seguridad a la comunidad en general y el artículo 6º particularmente deja muy en 
claro la responsabilidad delos particulares y los servidores públicos por las 
omisiones o extralimitaciones que puedan llegar a tener durante el desempeño de 
sus funciones. 
 
Desde este contexto el estado del arte de los diferentes autores que se han 
pronunciado respecto de las acciones de repetición, son insumos suficientes que 
permiten revisar no solamente sus principales características sino la forma en que 
se inicia todo el procedimiento y las etapas previas para llegar a este tipo de 
sanciones. 
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De igual manera la Ley marco 678 de 2001 hace una descripción tácita que 
permite una ubicación dentro de estos parámetros normativos, como el referente a 
tener en cuenta por los administradores para que determinadas acciones que 
pueden producir perjuicios a los particulares no sea la regla general, en aras de 
procurar la conservación del patrimonio público. 
 
En consecuencia es importante este tema puesto que es la forma de culturizar a 
los funcionarios para que cuando ejecuten sus acciones lo hagan con todo el rigor 
y prudencia, así se evitan procedimientos extensos y los efectos negativos que 
acarrean para su vida profesional y personal; esta innovación canaliza y reorienta 
la visión que se tiene del estado y sus administrados, tomándolo no como algo 
separado, si como un conjunto de interacciones entre ambas partes y que dentro 
de este contexto se desprenden derechos y obligaciones. 
 
Desde este punto de vista los funcionarios no actuarían de manera descuidada, no 
obstante sus acciones adversas se encuentran regladas para corregir estas 
deficiencias.   
 
Es de vital importancia, tener en cuenta los fines esenciales del estado los cuales 
se encuentran encaminados hacia el interés general según lo previamente 
descrito, en este orden de ideas, cambiar es menester cambiar el aspecto 
negativo que se tiene respecto al servidor público como la máxima autoridad, lo 
que genera en ciertas conductas indiscriminadas de omisiones y defectos en los 
procedimientos que emplean posicionando a los administrados en un nivel de 
subordinación, es un criterio de mala interpretación, la realidad axiológica es la 
verdadera fuente de conocimiento que encamina a la realidad social dentro de un 
estado protector y garantista. 
 
La acción de repetición encaminada a fortalecer y proteger el patrimonio de la 
administración, con el cual se cumplen los fines sociales y democráticos. 
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Este mecanismo es una verdadera forma de ejercer un control frente a las 
maneras incautas de actuar de ciertos servidores o ex servidores públicos, que 
desde su concepción pasan por alto el hecho de llevar a cabo sus labores dentro 
de un orden legal y dando aplicabilidad a la principialistica, como un esquema 
fundamental en el devenir de unos buenos resultados, que permiten el 
mejoramiento continuo y por ende el progreso de la administración y 
administrados. 
 
Como es sabido, el conocimiento profundo de las cosas desarrolla cierto nivel de 
conciencia a la hora de emprender cualquier tipo de labor, es de anotar que en 
este caso puntual se propende porque a través del desarrollo de este trabajo no 
solo se den unos resultados estadísticos y de información teórica que quede 
fríamente en un documento plasmado para consulta, también va encaminado a la 
apropiación de los servidores públicos de estos conceptos y dar claridad a la 
manera en que se puede llegar a perjudicar a alguien solo con la mala actuación 
de sus funciones. Desde esta óptica cobra total relevancia el cargo que 
desempeña para procurar un mejor servicio.   
 
1.3 MARCO JURÍDICO  
 
Lo que en principio se relaciona dentro de este esquema jurídico, son el 
equivalente a las normas más relevantes que desarrollan la acción de repetición, 
no obstante se agregarán otras normas para ampliación del mismo: 
 
Según lo establecido en el artículo 90 de la constitución política, el cual determinó 
claramente la posibilidad de instaurar la acción de reparación directa para el 
reconocimiento de indemnizaciones a terceros y posteriormente el deber de incoar 




“El estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción u omisión de las autoridades públicas. 
 
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de 
tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente 
culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste”. 
 
En los artículos 1º y 2º de la Constitución Política, se vieron demarcados los fines 
esenciales del Estado, el primero desarrolla lo referente a la prevalencia del 
interés general y el segundo lo atinente a la garantía de la protección de las 
actuaciones de los administradores y las decisiones de sus funcionarios afectando 
la comunidad en general no solo en los aspectos individuales, como consecuencia 
del inadecuado manejo en lo económico, administrativo y político. En cuanto al 
artículo 6º de la precitada norma constitucional, precisa la responsabilidad tanto de 
los servidores públicos como de los particulares frente a la constitución y la Ley, 
así: “Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la 
Constitución y las leyes. Los Servidores Públicos lo son por la misma causa y por 
omisión o extralimitación en sus funciones”45. 
 
Siguiendo estos preceptos de orden constitucional en adelante se retoman 
conceptos analizados en torno a la acción de repetición, de conformidad con la ley 
que la regula. 
 
“Según la ley 678 de 2001, la acción de repetición es el medio judicial que la 
Constitución y la ley le otorgan a la administración pública para obtener de sus 
funcionarios o ex funcionarios el reintegro del monto de la indemnización que ha 
debido reconocer a los particulares como resultado de una condena de la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo por los daños antijurídicos causados 
en ejercicio de funciones públicas o con ocasión a ellas, haya actuado con dolo o 
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culpa grave, descartando así la responsabilidad por culpa leve o levísima. Lo 
anterior se fundamenta en que se deben castigar las actuaciones reprochables, 
pero no se puede llegar al extremo de causar temor para que el particular acceda 
a los cargos públicos por los eventuales perjuicios que en ejercicio de estos pueda 
causar”46. 
 
“Según esta ley, la finalidad de la acción de repetición es el interés público, 
comprendido como protección del patrimonio estatal, siendo un mecanismo útil 
para el control de la corrupción. Puede entenderse como un control por vía 
negativa, ya a través del castigo pecuniario a personas que ejercen o ejercieron 
funciones públicas se va obteniendo que las mismas eviten cometer conductas 
representativas de daño a los particulares que requieren de indemnización por 
parte del Estado. A su vez los principios rectores son los de moralidad y eficiencia, 
y los fines de la acción son preventivos y retributivos. A diferencia de lo que 
consagra la ley, se consideró que el fin último es puramente patrimonial, es 
conseguir la devolución de los gastos en los que ha tenido que incurrir el Estado 
por aspectos ajenos a él. Las finalidades de moralidad y eficiencia de la función 
pública son efectos derivados de su aplicación”47. 
 
“En la mencionada ley se contemplan las características principales de la acción 
de repetición, así como sus requisitos y aspectos procesales (hecho generador, 
sujetos activo y pasivo, caducidad, jurisdicción y competencia, medidas 
cautelares, procedimiento, y las diferentes formas de terminación del proceso, 
entre otros)”. 
 
“Dentro del mencionado desarrollo, la ley 678 de 2001 define el concepto de culpa 
grave y dolo, respecto de las conductas causantes del daño, dejando de lado la 
aplicación tradicional de los conceptos de la legislación civil. Se ha dado lugar así 
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a que la jurisprudencia y la doctrina se pronuncien sobre formas de culpabilidad en 
materia administrativa”48. 
 
“Adicionalmente la ley contempla el llamamiento en garantía con fines de 
repetición, en todos los aspectos mencionados anteriormente, ya que los aspectos 
procesales enmarcan las diferencias entre las instituciones. Se considera este un 
mecanismo asimilable a la acción de repetición, por cuanto tiene sus mismos 
principios y fines con la diferencia que este llamamiento en garantía se presenta 
durante el proceso de responsabilidad que se adelanta contra el Estado por parte 
del particular, el cual es considerado una etapa previa a la acción de repetición, 
representando un evento de clara economía procesal”49. 
 
En cuanto a los planteamientos que establece la Ley 80 de 1993 en lo referente al 
tema que se desarrolla de la acción de repetición se puede decir que la misma 
contempla en su artículo 4º los derechos y deberes de las entidades estatales, 
dentro de los cuales se encuentra en el numeral 7º que:  
 
“Sin perjuicio del llamamiento en garantía, repetirán contra los servidores públicos, 
contra el contratista o los terceros responsables, según el caso, por las 
indemnizaciones que deban pagar como consecuencia de la actividad 
contractual”50. 
 
De igual forma reitera en su artículo 52 el estatuto de contratación según el cual: 
 
“Los contratistas responderán civil y penalmente por sus acciones y omisiones en 
la actuación contractual en los términos de la ley. 
 
Los consorcios y uniones temporales responderán por las acciones y omisiones de 
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sus integrantes, en los términos del artículo 7º de esta Ley”51. 
 
La Ley 446 de 1998 recogió el criterio jurisprudencial, posterior al código 
contencioso administrativo al modificar el artículo 86, regulando de manera 
expresa la acción de repetición dándole cierta naturaleza de acción de reparación 
directa al establecer lo siguiente: 
 
“Las entidades públicas deberán promover la misma acción (de reparación directa) 
cuando resulten condenadas o hubieren conciliado por una actuación 
administrativa originada en culpa grave o dolo de un servidor o ex servidor público 
que no estuvo vinculado al proceso respectivo o cuando resulten perjudicadas por 
la actuación un particular o de otra entidad pública”52. 
 
En cuanto a la ley 1474 de 2011 “Por la cual se dictan normas orientadas a 
fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de los actos de 
corrupción y efectividad del control en la gestión pública”53. Esta herramienta se 
erige como un reto a los jefes de control Interno de las diferentes entidades del 
estado y en el caso particular de la Gobernación de Risaralda, para asumir un 
papel fundamental en la lucha contra la corrupción, acarreando la responsabilidad 
de evaluar de manera independiente los procesos que se llevan a cargo de los 
servidores o particulares que cumplen funciones públicas, promoviendo una 
pedagogía del autocontrol a efectos de restringir las actuaciones orientándolas 
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2. DESARROLLO TEMÁTICO 
 
2.1. CONCEPTOS DE LA REPARACIÓN DIRECTA 
 
Este medio de control se encuentra consagrado en el art. 140 del Código de 
Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo, disponiendo que: 
 
“En los términos del artículo 90 de la Constitución Política de 1991, la persona 
interesada podrá demandar directamente la reparación del daño antijurídico 
producido por la acción u omisión de los agentes del Estado”. De conformidad con 
el inciso anterior, el Estado responderá, entre otras, cuando la causa del daño sea 
un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal o 
permanente de inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra 
causa imputable a una entidad pública o a un particular que haya obrado 
siguiendo una instrucción de la misma”. 
 
“Las entidades públicas deberán promover la misma pretensión cuando resulten 
perjudicadas por la actuación de un particular o de otra entidad pública”. 
 
“En todos los casos en los que en la causación del daño estén involucrados 
particulares y entidades públicas, en la sentencia se determinará la proporción por 
la cual debe responder cada una de ellas, teniendo en cuenta la influencia causal 
del hecho o la omisión en la concurrencia del daño”.     
 
Concuerda con la norma del artículo 104 al expresar que: 
 
“La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, 
además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las 
controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y 
operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las 
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entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa”. 
 
Este medio de control es conocido como de responsabilidad extracontractual, con 
fundamento legal, en el artículo 90 de la Constitución Política:  
 
“El estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”.  
 
“En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de 
tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente 
culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste”54. 
 
Dentro de las características incorporadas en la norma se enuncian las siguientes: 
 




a) Dispone en el artículo 152 numeral 6º, que los Tribunales conocerán en 
primera instancia “…de los procesos de reparación directa, cuando la cuantía 
exceda de 500 salarios mínimos legales mensuales vigentes”. 
 
b) Dispone el numeral 155 que los Jueces Administrativos conocerán en primera 
instancia de estos procesos cuando la cuantía no exceda de 500 SMMLV. 
 
c) Por razón del territorio la competencia se determinará “… Por el lugar donde 
se produjeron los hechos, las omisiones o las operaciones administrativas, o por el 
domicilio o sede principal de la entidad demandada a elección del demandante”. 
(art. 156 núm. 6º). 
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d) En razón de la cuantía, se estimará de conformidad con lo preceptuado en el 
inciso 1º del art. 157 que dispone: “… Para efectos de competencia, cuando sea 
del caso, la cuantía se determinará por el valor… de los perjuicios causados, 
según la estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que con ello 
pueda considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que éstos 
últimos sean los únicos que se reclamen” “La cuantía se determinará por el valor 
de las pretensiones al tiempo de la demanda, sin tomar en cuenta los frutos, 
intereses, multas o perjuicios reclamados como accesorios, que se causan con 
posterioridad a la presentación de aquella”. 
 
e) En lo que respecta al tema de la acumulación de las pretensiones, establece 
el artículo 165 que pueden acumularse pretensiones de nulidad y restablecimiento 
del derecho, contractuales y de reparación directa, siempre que sean conexas 
y que concurran los requisitos dispuestos en la norma entre los que se 
destaca que el juez sea competente para conocer de todas ellas y que cuando 
se acumulen pretensiones de nulidad, el competente es el Juez de nulidad. 
 
f) Adicionalmente dispone el mismo numeral 1º que cuando el daño haya sido 
causado por un agente estatal y un particular, se pueden acumular las 
pretensiones y el Juez competente es el de la jurisdicción contencioso 
administrativa (fuero de atracción). 
 




Este medio de control tiene como finalidad que el Estado recupere de sus 
servidores o ex – servidores públicos o de los particulares que cumplen funciones 
públicas, los dineros pagados en razón de las condenas impuestas por razón de 
una sentencia, un acuerdo conciliatorio o cualquier otro mecanismo alternativo de 
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solución de conflictos, a efectos de resarcir los daños antijurídicos que le han sido 
imputados. 
 
En estas condiciones, las personas naturales, podrán ser declaradas 
patrimonialmente responsables, cuando con sus actuaciones u omisiones, que 
deben tener el carácter de dolosas o gravemente culposas, hayan causado un 
daño antijurídico. 
 
Es dable expresar que este medio de control, es un mecanismo especial con que 
cuenta el estado para proteger el patrimonio público, acudiendo a la Jurisdicción 
Contenciosa Administrativa a efectos de obtener la declaratoria de responsabilidad 
del sujeto que ha causado el daño antijurídico, bien por acción o por omisión y por 
el cual ha tenido que responder el Estado. 
 
Mediante este medio de control se protege el patrimonio y de la moralidad pública 
y se estimula el correcto ejercicio de la función pública, constituyendo un 
mecanismo procesal contra los agentes que con sus conductas arbitrarias han 
generado una condena contra el Estado. 
 
Como se ha manifestado, lo que hace posible este medio de control para 
recuperar lo pagado es el dolo o la culpa grave, existiendo por tanto otra culpa – 





1) Debe existir una condena judicial previa en contra de la entidad pública, a 
efectos de materializar el daño antijurídico que se le imputa, ya sea mediante 
sentencia, acta de conciliación o cualquier otro mecanismo de terminación de los 
conflictos. 
56 
2) Que se haya establecido que el daño antijurídico fue consecuencia de la 
conducta dolosa o gravemente culposa de un servidor o ex servidor público, o de 
un particular que cumple funciones públicas, que se encuentren relacionados 
mediante un vínculo, sea laboral o contractual, a la entidad pública condenada. 
 
Se trata entonces de un juicio subjetivo acerca de la conducta positiva o negativa, 
como fuente del daño antijurídico por el cual resultó condenado el Estado. Se 
concluye entonces, que la acción de repetición se fundamenta en el actuar doloso 
o gravemente culposo del agente estatal, por consiguiente si la conducta del 
agente no fue bajo estos parámetros, no tiene derecho a reparación patrimonial. 
 
En la ley 678 de 2001 se determinó algunas circunstancias en las cuales se 
presume que la conducta ejercida por el agente estatal es dolosa o gravemente 
culposa. Así: en el art. 5 prescribe: “La conducta es dolosa cuando el agente del 
Estado quiere la realización de un hecho ajeno a las finalidades del servicio del 
estado” y dispone situaciones frente a las cuales presumirá: a) obrar con 
desviación de poder; b) haber expedido el acto administrativo con vicios en su 
motivación por inexistencia del supuesto de hecho de la decisión adoptada o de la 
norma que le sirve de fundamento; c) haber expedido el acto administrativo con 
falsa motivación por desviación de la realidad u ocultamiento de los hechos que 
sirven de sustento a la decisión de la administración; d) haber sido penal o 
disciplinariamente responsable a título de dolo por los mismos daños que sirvieron 
de fundamento para la responsabilidad patrimonial del Estado y; e) haber 
expedido la resolución, el auto o sentencia manifiestamente contrario a derecho en 
un proceso judicial.  
 
El artículo 6 de la precitada ley dispone que “La conducta del agente del estado es 
gravemente culposa cuando el daño es consecuencia de una infracción directa a 
la constitución o a la ley o de una inexcusable omisión o extralimitación en el 
ejercicio de las funciones”. Y se presumirá en los siguientes casos: 1. Violación 
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manifiesta e inexcusable de las normas de derecho; 2. Carencia o abuso de 
competencia para proferir decisión anulada, determinada por error inexcusable; 3. 
Omisión de las formas sustanciales o de la esencia para la validez de los actos 
administrativos determinada por error – inexcusable y; 4. Violar el debido proceso 
en lo referente a detenciones arbitrarias y dilación en los términos procesales con 
detención física o corporal. Desde luego que estas presunciones legales, admiten 
prueba en contrario. 
 
“De otro lado considerando que la regulación anterior tiene vigencia a partir de la 
Ley 678, la jurisprudencia ha estructurado los conceptos de culpa y dolo grave a 
partir del artículo 63 del Código Civil el cual señala respecto a la segunda –culpa 
grave-, que se constata cuando los negocios ajenos no son manejados, siquiera, 
con aquella diligencia que una persona negligente o de poca prudencia suele 
emplear en los suyos, esto es, aquel descuido o desidia inconcebible, que sin 
implicar intención alguna de inferir un daño lo produce”. 
 
En cuanto al dolo, prescribe que se constituye cuando la persona ejerce su 














3. ANTECEDENTES DE LA ACCIÓN DE REPETICIÓN EN COLOMBIA Y 
POSTERIOR ANÁLISIS CONCEPTUAL 
 
Antes de la Constitución política que rige actualmente, existían diferentes 
disposiciones normativas que orientaban esa posibilidad, un ejemplo de ello es el 
artículo 63 del Código civil Colombiano donde se regulaba la responsabilidad 
contractual, el artículo 2341 del mismo código, la responsabilidad extracontractual. 
En este mismo sentido el decreto 01 de 1984 que rige el anterior Código de lo 
Contencioso Administrativo estipula los actos y hechos que dan lugar a la 
responsabilidad de la nación, entidades privadas que cumplen funciones públicas 
y de los funcionarios, estableciendo la jurisdicción competente para efectos de 
avocar el conocimiento encaminado a la responsabilidad y repetición de lo pagado 
por la entidad55. En adelante como ya se conoce se estableció mediante una 
norma específica la estructura y procedimiento de la acción de repetición. 
 
En este sentido, se extractó un párrafo que a continuación se describe respecto 
del pronunciamiento realizado por la Contraloría General de la República. 
Mediante este documento explicativo de la norma en comento, especifica la 
entidad los insumos cualitativos para que proceda la acción pretendida mediante 
repetición, puesto que la configuración de la misma no puede darse con ocasión a 
cualquier tipo de responsabilidad.    
 
“Para que proceda la acción de repetición, el Estado debe haber sido condenado a 
la reparación de un daño antijurídico, como consecuencia de la conducta dolosa o 
gravemente culposa de un agente o ex agente público y que la entidad condenada 
haya pagado la suma de dinero determinada por el juez en su sentencia. Todo lo 
anterior debe ser probado en el proceso, por la entidad demandante, mediante el 
aporte de copias auténticas de la sentencia ejecutoriada que impuso la condena y 
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de los documentos quede muestren, de manera idónea, la efectiva cancelación de 
la misma”56. 
 
3.1 ENFOQUE DE LA ACCIÓN DE REPETICIÓN, DESDE LA CONSTITUCIÓN 
NACIONAL DE 1886 
 
3.1.1 Evolución legislativa - constitución política de 1886 de la acción de 
repetición - constitución política de 1991 /acción de repetición - ley 678 de 
2001. De acuerdo a este referente jurisprudencial, se puede analizar que 
realmente la acción de repetición no tenía un cuerpo normativo desde el punto de 
vista constitucional, se encontraba entronizada en diversas normas; por tal motivo 
se analizó el manejo desde ésta perspectiva y la posterior integración desde la 
Constitución de 1991 y la Ley 678 de 2001 que la acogió de manera directa: 
 
“En consideración a que el hecho generador de la acción de repetición que por 
esta vía se tramita, se produjo en el año 1989, la Sala encuentra conveniente 
analizar la evolución normativa de esta figura con el fin de definir la legislación 
aplicable al caso concreto, así como los alcances de la carga probatoria en 
materia de culpa grave y dolo. Para la fecha en que fue proferido el acto 
administrativo a través del cual se declaró la insubsistencia en el nombramiento de 
la señora Rodríguez Torres, se encontraba vigente la Constitución Política de 
1886, que de manera genérica esbozaba la responsabilidad de los funcionarios 
públicos. La Constitución de 1886 radicó en la ley la facultad de desarrollar el tema 
relativo a la responsabilidad de los funcionarios públicos, evolución normativa que 
ha sido registrada por la jurisprudencia y que encuentra su origen en los artículos 
194 y s.s. del Decreto-ley 150 de 1976, en los que se hacía referencia a la 
responsabilidad patrimonial de los agentes públicos, circunscribiéndola al 
desarrollo de la actividad contractual. Posteriormente, el Decreto-ley 222 de 1983 
estableció la responsabilidad civil de los empleados oficiales por los perjuicios que 
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causaran a las entidades, originados en la celebración de contratos sin 
formalidades legales, de forma que la acción podía ser instaurada por el 
representante legal de la entidad o por la Procuraduría General de la Nación y, la 
responsabilidad del funcionario o ex funcionario se limitaba, exclusivamente, a los 
casos de culpa grave o dolo. Por su parte, el Decreto-ley 01 de 1984 amplió el 
marco de la responsabilidad de los funcionarios, señalando que éstos serán 
responsables de los daños que causen en ejercicio de sus funciones por dolo o 
culpa grave, de manera que ante sentencia condenatoria que declare la 
responsabilidad del funcionario o ex funcionario pese a que la Entidad deberá 
pagar, ésta “…repetirá contra el funcionario por lo que le correspondiere”. A su 
turno, los municipios y departamentos en virtud de los Decretos 1.222 y 1333 de 
1986, fueron facultados para repetir contra las personas que hubiesen efectuado 
elecciones, nombramientos o remociones ilegales de funcionarios, por el valor de 
las indemnizaciones que hubieren pagado por esta causa. La violación de la ley, 
para estos efectos, debía ser manifiesta y ostensible. Con la expedición de la 
Constitución de 1991, se elevó expresamente a rango constitucional la acción de 
repetición, de acuerdo con lo previsto por el inciso segundo del artículo 90. A partir 
de la expedición de la Constitución vigente, la ley 80 reguló el tema respecto de la 
actividad contractual del Estado; la Ley 136 incluyó la repetición dentro de los 
principios rectores de la Administración Municipal; la Ley 270 reguló la acción 
frente a los funcionarios y empleados judiciales y la Ley 446 estableció el deber de 
promover la acción cuando las entidades públicas resultaren condenadas o 
hubieren conciliado por una actuación administrativa originada en culpa grave o 
dolo de un servidor o ex servidor, para lo cual atribuyó competencia y señaló un 
término de caducidad. Finalmente, la Ley 678 de 2001 en su artículo 2º definió la 
acción de repetición. Con la expedición de la norma transcrita, se reguló, en 
principio, en un solo cuerpo normativo, tanto los aspectos sustanciales como los 
procesales de la acción de repetición”57. 
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3.2 ANÁLISIS DEL PLANTEAMIENTO REGLAMENTARIO DEL ARTÍCULO 90 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991 
 
Antes de establecerse la acción de repetición en la Constitución nacional de 1991, 
se tenía como un mandato puramente legal, lo cual si bien se materializaba como 
una vía imperativa, era menos garantista desde la perspectiva social, axiológica y 
de protección tal como lo esquematiza la carta magna en el artículo 90, al referirse 
a la responsabilidad del funcionario o ex funcionario, al momento de configurarse 
la acción de repetición, cuyo objetivo principal es salvaguardar en gran medida el 
patrimonio estatal, cuando por culpa de las actuaciones indebidas de estas 
personas que se encuentran en el ejercicio de la función pública, derivan en la 
cancelación de cuantías con ocasión a indemnizaciones reconocidas, 
disminuyendo la posibilidad de acrecentar la inversión social, el desarrollo 
urbanístico, las finanzas públicas y otros aspectos como los determinados en los 
planes de desarrollo que corresponden al presupuesto de los entes territoriales 
que se ven comprometidos en este trance de imprecisiones incautas. Es así que la 
acción de repetición estaba consagrada en el artículo 78 del Código Contencioso 
Administrativo así: “Jurisdicción competente para conocer  de la responsabilidad 
conexa. Los perjudicados podrán demandar, ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo según las reglas generales, a la entidad, al funcionario o a ambos. 
Si prospera la demanda contra la entidad o contra ambos y se considera que el 
funcionario debe responder, en todo o en parte, la sentencia dispondrá que 
satisfaga los perjuicios de la entidad. En este caso la entidad repetirá contra el 
funcionario por lo que le correspondiere”.    
 
En diversos pronunciamientos la Corte Constitucional ha manifestado respecto del 
artículo 90 de la Constitución Política de 1991, acerca de lo antes expuesto 
refiriéndose en el siguiente sentido: “…La actual Constitución reconoce 
expresamente la responsabilidad patrimonial del Estado, pues el artículo 90 señala 
con claridad que el Estado responderá patrimonialmente por los daños 
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antijurídicos que le sean imputables causados por la acción o por la omisión de las 
autoridades públicas… En efecto, la norma simplemente establece dos requisitos 
para que opere la responsabilidad, a saber, que haya un daño antijurídico y que 
éste sea imputable a una acción u omisión de una autoridad pública. Pero el 
artículo 90 no restringe esta responsabilidad patrimonial al campo extracontractual 
sino que consagra un régimen general… Para esta corporación el inciso primero 
del artículo 90 consagra la cláusula general de responsabilidad patrimonial del 
Estado y comprende por ende no sólo la responsabilidad extracontractual sino 
también el sistema de responsabilidad precontractual, así como también la 
responsabilidad patrimonial del Estado de carácter contractual”58. 
 
De igual forma el Consejo de Estado se ha pronunciado sobre el artículo 90 de la 
Constitución Política de 1991, así: “…En resumen el primer inciso de la norma 
constitucional (artículo 90), regula la responsabilidad patrimonial e institucional del 
Estado frente a la víctima; y en el inciso segundo, la responsabilidad patrimonial y 
personal del agente público frente al Estado. La acción de repetición, 
indiscutiblemente, animada en el interés público, en el ámbito administrativo tiene 
una doble finalidad, de una parte, por su carácter resarcitorio o retributivo, busca la 
recuperación de los dineros pagados por el Estado a la víctima de un daño 
antijurídico ocasionado por la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente 
público, con lo cual se protege el patrimonio público… De otra parte, persigue 
prevenir conductas constitutivas de daño antijurídico, por las que a la postre deba 
responder el Estado, con lo cual se erige como una herramienta para conseguir la 
moralidad y la eficiencia de la función pública, como una garantía de los asociados 
ante el eventual ejercicio desviado y abusivo de las personas que investidas de 
autoridad o función pública, utilicen indebidamente el poder en nombre de 
aquél”59.    
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3.3 OBJETIVOS DELA ACCIÓN DE REPETICIÓN ESTABLECIDOS EN LA LEY 
678 DE 2001 
 
Para extractar los objetivos de la norma que estructura la acción de repetición, se 
trascribe un aparte de la misma, con el fin de identificar los objetivos intrínsecos: 
 
La ley 678 de 2001, expresa: “La Acción de repetición es una acción civil de 
carácter patrimonial que deberá ejercerse en contra del servidor o ex servidor 
público que como consecuencia de su conducta dolosa o gravemente culposa 
haya dado reconocimiento indemnizatorio por parte del Estado, proveniente de 
una condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto. La misma 
acción se ejercerá contra el particular que investido de una función pública haya 
ocasionado, en forma dolosa o gravemente culposa, la reparación patrimonial”60. 
 
Dentro de los objetivos que se lograron extraer de esta ley que regula la acción de 
repetición se observaron los siguientes: 
 
1) Recuperar el pago indemnizatorio por parte de la entidad 
 
2) Prevenir a los servidores públicos en su actuar, frente a las acciones civiles de 
carácter patrimonial que se puedan iniciar en su contra. 
 
3) Procurar la efectividad de la norma en el actuar antijurídico de los servidores o 
ex servidores públicos como obligación del representante de la entidad para 
proteger el patrimonio. 
 
4) Identificar la actuación dolosa o gravemente culposa de los servidores, ex 
servidores y particulares que desempeñaron funciones públicas.  
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5) Propender por el cumplimiento de los fines esenciales del estado, en la 
prevalencia del interés general. 
 
6) La ley 678 de 2001, tiene por objeto, regular la responsabilidad patrimonial de 
los servidores y ex servidores públicos y de los particulares que desempeñen 
funciones públicas, ya sea mediante el ejercicio de la acción de repetición 
establecida en el artículo 90 de la Constitución Política, o mediante el llamamiento 
en garantía con fines de repetición, vía procesal esta última declara exequible por 
la Corte Constitucional en sentencia C – 484 de 2002, en la que sostuvo que el 
artículo 90 de la Constitución, instituyó la responsabilidad del Estado61.   
 
3.4 DE LA ACEPCIÓN FILOSÓFICA DE LA RESPONSABILIDAD Y LA ACCIÓN 
DE REPETICIÓN 
 
De acuerdo a los planteamientos citados en este estudio, el sentido filosófico de la 
responsabilidad y la acción de repetición, se establece que de hecho y de 
derecho, se tiene por claro que el derecho es idea, voluntad y auto conciencia de 
la regulación de las relaciones sociales. Tal regulación de las relaciones sociales 
debe ser actualizada, válida y eficaz, en cuanto al acatamiento del orden jurídico. 
De igual manera, se establece el concepto de violación en sentido jurídico cuando 
emana o se deriva de la responsabilidad jurídica. Esta responsabilidad jurídica, en 
el caso concreto del estado, es a lo que se refiere el autor en cuanto al significado 
de la racionalización autoconsciente de la coacción y la sanción como reacción a 
quienes violan el orden jurídico. El estado responde frente a los administrados, 
como racionalización lógica de las acciones u omisiones de las autoridades 
públicas, pues tanto el estado como los particulares, responden por la Constitución 
y la ley62.  
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Pero el estado, no puede ni está obligado a responder, porque así se quiera. 
 
Responde, cuando se prueban las fallas del servicio pasivo de la administración, 
mas no responden por el dolo o culpa grave de sus agentes. Si respondiera por 
dolo o culpa grave de sus agentes, se generaría y daría rienda suelta al capricho 
de sus agentes, se reproduciría una conducta cómplice de sus servidores y se 
generaría un enriquecimiento indebido de sus agentes. 
 
De acuerdo a esta concepción, se infiere la responsabilidad derivada dentro del 
ejercicio de las funciones de los agentes más no de manera individual, puesto que 
si se interpreta taxativamente como aquí se direcciona, se presentaría una 
posición opuesta a todo lo analizado hasta el momento en el sentido de la 
manipulación con el fin de sacar ciertas ventajas si se extiende hasta la 
individualización del actuar externo. 
 
3.4.1 Racionalización lógica de lo indebidamente pagado. En el entendido de 
la racionalización lógica, es un tema definido dentro de la norma que garantiza el 
total cumplimiento de la acción de repetición, por lo tanto, este sentido se 
materializa desde este punto de vista específico, en el desarrollo pleno de la ley 
678 de 2001para ejercer la acción de repetición en los casos procedentes, de 
acuerdo a los requisitos exigidos para que la entidad condenada al pago de 
indemnizaciones, repita contra estos servidores ex servidores o particulares que lo 
produjeron. En cuanto a los presupuestos encontrados en el marco normativo en 
comento, se han reiterado inicialmente y a lo largo de este trabajo. Desde este 







4. IDENTIFICACIÓN DE LAS ACCIONES DE REPETICIÓN EN LA ENTIDAD 
OBJETO DE ESTUDIO DURANTE LOS AÑOS 2008 – 2011 
 
Muestreo Acciones de Repetición Gobernación de Risaralda 
 
Dentro del análisis procedimental se puede decir que en esta entidad se iniciaron 
durante los años 2008-2011, actuaciones relacionadas con el tema en una 
cantidad poco relevante, lo que queda como interrogante ¿fueron planteadas 
dentro de términos? ¿No se iniciaron las acciones de repetición? ¿La defensa 
dentro de las acciones de repetición Instauradas por el Departamento no fue lo 
suficientemente diligente para rescatar estos dineros pagados? O simplemente 
¿los servidores, ex servidores o personas que prestaron servicios durante este 
lapso no dieron lugar a este tipo de indemnizaciones que posteriormente 
desencadenarían en reciprocidad de recuperación de los pagos efectuados por 
concepto de perjuicios causados? 
 
Para dar respuesta a estas preguntas se debe realizar un análisis basado en otros 
puntos específicos que puede conducir a una explicación concreta. 
 
Inicialmente se refirió a la muestra tomada de los expedientes, para lo cual se 
revisaron en un 100% las acciones de repetición solicitadas ante la dependencia 
encargada – Secretaría Jurídica del Departamento. 
 
1) Expediente 2009-00108 dentro de lo que se puedo verificar se sintetiza en los 
siguiente aspectos: 
 
- El Departamento de Risaralda fue condenado en primera instancia en 




Los elementos facticos se desprenden de la actuación descuidada por parte del ex 
– servidor público señor Luis Gonzaga Cardona García quien se desempeñaba 
como Mecánico de la Secretaria de Infraestructura63. 
 
Los hechos que condujeron a la condena de la Gobernación de Risaralda al pago 
de perjuicios materiales y morales se resumen así: “El señor Luis Gonzaga 
Cardona García fue comisionado para unas labores en el Municipio de Belén de 
Umbría – Risaralda y una vez culminada la labor, se desplazó sin el conocimiento 
de sus superiores al Municipio de Guática en donde consumió bebidas alcohólicas 
hasta altas horas de la noche. De regreso a Pereira y sin autorización transportó 
dos damas y saliendo del Municipio de Guática se produjo un accidente, en el cual 
una falleció y la otra sufrió lecciones corporales”64. 
 
“A la fallecida le fue reconocida la responsabilidad y el Departamento a través de 
su representante legal concilió con los familiares de la víctima los daños y 
perjuicios sufridos”65. 
 
“La lesionada: GENSI YANETH CASTANO PELAEZ, el Juzgado Tercero 
Administrativo de Pereira; condenó al Departamento al pago de daños y perjuicios 
por la suma de ciento tres millones ochocientos noventa y cinco mil quinientos 
ocho pesos ($103’895.508), fallo apelado por el Departamento”66. 
 
Es de aclarar que en la segunda instancia el Departamento no aporto las 
suficientes pruebas para los estudios pertinentes que lo pudieran exonerar del 
pago, por lo que se hizo la situación mucho más gravosa para el Departamento. 
Es así que mediante resolución No. 0859 del 12 de Junio de 2008 el Gobernador 
de la época ordeno el pago a favor de la señora GENSI YANETH CASTANO 
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PELAEZ, según lo ordenado en sentencia del 3 de Diciembre de 2007 por el 
Juzgado Tercero Administrativo de Pereira67. 
 
Que de acuerdo con la orden de pago No. 2886 del 18 de Junio de 2008, expedida 
por la Tesorería General del Departamento, se hizo la conciliación al Dr. Benjamín 
Herrera Agudelo, quien estaba facultado para recibir. 
 
Por este acontecimiento desfavorable para la administración el comité de 
conciliación de la Gobernación de Risaralda se reunió el día 16 de Dic de 2006, 
con el fin de analizar el caso planteado en la presente demanda concluyendo en el 
Acta No. 017 de la misma fecha, que era necesario iniciar la ACCIÓN DE 
REPETICIÓN en contra de quien fue responsable de que el Departamento 
resultara condenado. Fue entonces iniciada la Acción de Repetición bajo radicado 
No. 66001-23-31-003-2004-01025-00, cuyo Fallo no prosperó, por lo tanto 
denegaron las pretensiones invocadas de la acción de repetición por el 
Departamento de Risaralda en contra del señor Luis Gonzaga Cardona García68. 
 
Al parecer, el acervo probatorio no fue suficiente para condenar al Responsable de 
los daños y perjuicios que condujo a la condena del Departamento; lo que da 
respuesta a uno de los interrogantes planteados y es que la defensa, no fue lo 
suficientemente diligente para este caso, si bien Luis Gonzaga Cardona García 
actuó con culpa grave, la entidad que ejerce la acción de repetición tiene la carga 
de la prueba.    
 
2) Acción de Repetición 
Conciliación extrajudicial: 
Convocante: Departamento de Risaralda 
Convocado: Javier Mejía Vargas – Interventor 
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Se agotó en la etapa conciliatoria, la cual fue elevada ante la Procuraduría Judicial 
De Pereira, los elementos facticos fueron los siguientes: “El Departamento de 
Risaralda celebró la orden de obra No. 683 de fecha Julio de 2007, con el señor 
Carlos Alberto Restrepo Hurtado”, cuyo objeto fue: “Realización de obras de 
manejo de aguas y mejoramiento de la vía la Mancha - la ciénaga Municipio de 
Balboa, por un valor de ($ 8’325.460.00)”. 
 
Elementos Facticos de los Hechos: 
 
“La acción de repetición se inició por omisión del funcionario JAVIER MEJÍA 
VARGAS, quien fuera el interventor del precitado contrato de obra, puesto que se 
detectó que al no haberse hecho antes el acta final, el acta de pago y la 
liquidación de la misma, el señor Interventor ya había perdido competencia por no 
estar vinculado al Departamento, generando así unos intereses moratorios por 
valor de ($2’302.126,00), a cargo de la Gobernación de Risaralda”.  
 
3) Acción de Repetición  
Actor: Departamento de Risaralda 
Demandado: César Salazar Carvajal 
Radicación: 2010 – 00065 
Juzgado Primero Administrativo de Pereira 
 
Resumen: 
Se solicitó la conciliación prejudicial, cuantía ($ 64’9444.160) 
La demanda se encuentra en curso, aun no hay Fallo.  
 
4.1 DE LA CONCILIACIÓN 
 
A partir de la Constitución Política de 1991 se da una articulación muy positiva 
frente al dinamismo jurídico, en lo que respecta a las instituciones y la forma en 
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que se empieza a dirigir el derecho. Esto obedece a los grandes cambios globales 
no siendo ajeno para Colombia quien inicia una nueva era con grandes desafíos 
políticos, sociales, económicos y por supuesto jurídicos. 
 
En este sentido se hace uso de una manera muchos más efectiva de la 
conciliación, como una forma alterna de tratar y dirigir los conflictos, propiciando  
grandes soluciones que desde una perspectiva amplia seria la forma no solo  
expedita si no más civilizada al momento de convocar a las partes para llegar a un 
acuerdo equitativo.  
 
En cuanto al marco jurídico de esta novedosa herramienta se desprende 
inicialmente desde la misma constitución política como ya se mencionó, 
demarcada en el artículo 116 de la misma, igualmente se dicta la ley 23 la cual en 
su capítulo 3º, incluye un régimen atinente a la Conciliación laboral el cual no pudo 
regir al no ser expedido el decreto modificatorio de la estructura del trabajo y la 
seguridad social. Ya para el año de 1996 empieza a regir la ley 270 Estatutaria de 
Administración de justicia, colocando la conciliación a rango estatutario con el 
artículo 13 donde la consagra como mecanismo de ejercicio de la función Judicial. 
 
Con la ley 446 de 1998, se regula la conciliación y se define como mecanismo de 
resolución de conflictos procesal. Con el Decreto 1818 de 1998 que contiene el 
estatuto de los mecanismos de solución de conflicto, recopila en un solo Estatuto 
las normas vigente que se encontraban dispersas y finalmente la ley 640 del año 
2001, viene a configurarse en la columna vertebral de la figura de la conciliación y 
de los MASC.  
 
4.1.1 Parametrización del requisito de conciliación y clasificación de la 
improcedencia en la gobernación de Risaralda. Según lo revisado en los tres 
expedientes especificados en el capítulo III, numeral 7, que componen la muestra 
total del periodo contemplado en esta investigación el requisito de la conciliación 
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prejudicial fue agotado como lo exige la norma para los casos concretos, los 
cuales se remiten a controversias contractuales, y Acción de Reparación Directa, 
en el caso de Javier Mejía Vargas se hizo la cancelación de perjuicios causados 
en la etapa conciliatoria y posteriormente la acción de repetición fue iniciada sin 
encontrarse todavía fallo en el expediente. 
 
Es necesario resaltar, de acuerdo a lo revisado en los expedientes, durante el 
periodo 2008 – 2011, el mecanismo de conciliación en situaciones que propendían 
por iniciar el procedimiento de acción de repetición por la Gobernación de 
Risaralda a través de su representante, no se encuentra muy definido, es decir, la 
conciliación si bien es un mecanismo como requisito de procedibilidad para poder 
incoar la acción correspondiente, también es la vía que permite dar fin al 
procedimiento si el acuerdo se da entre las partes. También se pudo constatar que 
existe dispensación a la hora de solicitar información de las conciliaciones por el 
manejo que le han dado, algunas no se pudieron encontrar, según lo analizado por 
















5. CARACTERIZACIÓN DE LAS ACCIONES DE REPETICIÓN IDENTIFICADAS 
EN LA NORMA 
 
El concepto jurídico que a continuación se transcribe fue emitido por la Contraloría 
General de la Republica; dentro de este contexto se pretende mostrar una 
recopilación de lo que ha dicho la norma en torno al tema de la acción de 
repetición a efectos de hacerlo más comprensible a quienes desean indagar 
acerca de lo que sucede cuando alguna entidad del estado es condenada por 
culpa de sus servidores o ex servidores públicos, cuyo fin va más allá de una 
referenciación normativa, en el sentido de indagar a partir de estos conceptos la 
efectividad en el manejo y aplicabilidad de estas normas en la realidad socio – 
jurídica del estado. 
 
“Se debe tener en cuenta  ante todo que la acción de repetición se funda en la 
declaración constitucional sobre la responsabilidad de los servidores o ex 
servidores del Estado por su comportamiento doloso o gravemente culposo 
cuando a éste se le condena a la satisfacción de daños (inciso 2º. Artículo. 90) y 
que sus incidencias se ventilan actualmente por los trámites fijados en la Ley 678 
de 2001 y en el Decreto 1716 de 2009. Agrupan los artículos 5º y 6º de esa ley los 
supuestos en que se presume el dolo o la culpa grave del agente, como ocurre por 
ejemplo cuando actuó con desviación de poder o con violación manifiesta e 
inequívoca de las normas del orden jurídico, preceptos que ya fueron cotejados 
con los artículos constitucionales y hallados exequibles (Corte Constitucional, 
Sentencia C-374 de 2002 MP Clara Inés Vargas H.)”. “Refiere también el artículo 
19 de esa ley que en los procesos de responsabilidad contra el Estado la entidad 
pública puede solicitar el llamamiento en garantía del funcionario en relación con 
el cual aparezca prueba sumaria de su dolo o culpa grave, a objeto de que en el 
mismo proceso se decida sobre la responsabilidad de la administración y del 
servidor. De acuerdo además al numeral 6º del artículo 19 del Decreto 1716 de 
2009 el Comité de Conciliación formado en cada entidad debe evaluar la 
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procedencia de la acción de repetición”69.   
 
“Ciñéndose ahora a los asuntos concretos de su consulta, se aclara en primer 
término que corresponde más bien a las autoridades disciplinarias -no a este 
organismo de control fiscal- esclarecer si engendra responsabilidad disciplinaria la 
circunstancia de que un Comité de Conciliación no promueva acción de repetición 
cuando no corre prueba sumaria del dolo o culpa grave de la actuación del 
servidor”70.  
 
“En lo que mira a la responsabilidad fiscal, que es la que incumbe declarar a las 
Contralorías, se acentuó que el más alto tribunal contencioso administrativo del 
país tiene dicho que “...si una entidad o el Ministerio Público se abstienen de 
promover la acción de repetición, siendo ella procedente conforme a la ley, en el 
evento estudiado no es viable iniciar el proceso de responsabilidad fiscal... El 
proceso de responsabilidad fiscal no procede contra el funcionario que da lugar 
con su conducta dolosa o gravemente culposa al pago de una condena...” 
(Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto Nº. 1716 del 6 de 
abril de 2006, CP Flavio Augusto Rodríguez A.). Por lo que hace de otra parte a la 
fuerza vinculante de la Circular 15000-9973 del tres de mayo/05 expedida por el 
Contralor Distrital, e indicó que asiste capacidad a las instancias jurisdiccionales 
para dilucidar ese asunto, no esta entidad de control fiscal. Se aclaró también que 
no media una relación de jerarquía entre la Contraloría General de la República y 
las Contralorías Territoriales. Se recordó sin embargo, que fundándose en una 
sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, se expone en 
esa instrucción que los Comités de Conciliación deben sujetarse a las 
presunciones de dolo y culpa grave numeradas en la Ley 678/01, sin penetrar en 
el estudio de las especies de culpabilidad presentes en cada supuesto. Se 
considera que ese punto de vista es correcto, por lo que los Comités deben 
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entablar la acción conforme al vicio de legalidad enunciado en la sentencia judicial 
que condenó al Estado (desviación de poder, falsa motivación, etc.) y atenerse a 
esa apreciación. Se observa a este respecto que el Derecho contiene puntos de 
vista valorativos respecto de los cuales no existen criterios absolutos, habida 
cuenta de que la ciencia jurídica no se presta a soluciones de exactitud 
matemática. Creyendo así que una mera discrepancia en el entendimiento de las 
normas no basta para abrir las puertas a esa acción. Cuando la autoridad judicial 
declara a cambio que una actuación administrativa se asienta sobre una aplicación 
descarriada de la ley, encuadra además de manera expresa el defecto padecido 
en una de las presunciones de dolo y culpa grave de la Ley 678/01 y condena 
patrimonialmente al Estado, se consideró que ello sí debe desencadenar el 
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6. DE LA PRÁCTICA ESTABLECIDA EN LA GOBERNACIÓN DE RISARALDA, 
EN LA APLICACIÓN DEL REGLAMENTO INTERNO PARA REGULAR LOS 
COMPORTAMIENTOS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 
 
Este punto es necesario revisarlo desde la perspectiva de la Institucionalización 
del Comité Interinstitucional de Control Interno de Risaralda – CICIR, constituido 
como un órgano facilitador para la implementación de estrategias, encargado de 
orientar, asesorar y poner en marcha prácticas de Control Interno de las entidades 
públicas existentes en el Departamento de Risaralda72. 
 
Según los decretos y normas nacionales, éste órgano hace parte del sistema 
Nacional de Control Interno, en el entendido de ser una propuesta acogida con la 
finalidad de difundir políticas públicas para su ejercicio. Este último hace parte del 
sistema interno, como una forma articuladora para el seguimiento y control de los 
procedimientos que llevan a cabo en el desempeño de las funciones los servidores 
y particulares que cumplen funciones públicas.      
 
En este sentido las oficinas de control interno cumplen un papel fundamental en el 
proceso de Auditoria, facilitando a través de sus resultados identificar las falencias 
internas en todas las dependencias de la Gobernación de Risaralda, determina los 
riesgos y difunde las medidas aplicables a disminuirlos. De igual manera esta 
instancia propende por todos los medios la prevención en las actividades de todos 
los servidores públicos, adoptando de ser necesario las medidas establecidas en 
la ley, dependiendo los hallazgos encontrados. 
 
Lo anterior, va encaminado a las restricciones que deben tener los funcionarios de 
esta entidad, evitando la extralimitación o la omisión; en muchos casos es posible 
que la Dirección de Control Interno remita a la instancia de la Dirección de Control 
Interno Disciplinario para las respectivas sanciones de las cuales puede ser objeto 
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6.1 LA ACCIÓN DE REPETICIÓN RESPECTO DE CONTRATISTAS, 
INTERVENTORES, CONSULTORES Y ASESORES 
 
De acuerdo al parágrafo 1º del artículo 2º de la ley 678 de 2001, legitima por 
pasiva para efectos de repetición, igualmente al contratista, al interventor, al 
consultor y asesor, los cuales para tales efectos, se consideran particulares que 
cumplen funciones públicas en todo lo concerniente a la celebración, ejecución y 
liquidación de los contratos que celebren con las entidades estatales. 
 
Así mismo, como lo establece el parágrafo 4º del artículo 2º de la Ley 678 de 
2001, en materia contractual el acto de delegación no exime de responsabilidad al 
delegante, el cual podrá ser llamado a responder, ya sea mediante el ejercicio de 
la acción de repetición o mediante el llamamiento en garantía, obligándose 
solidariamente con el delegatario. 
 
Particularmente la constitución política en su artículo 211 inciso 2ºmuestra una 
marcada contradicción en comparación con la ley en mención, el cual describe 
abiertamente: “La delegación exime de responsabilidad al delegante, la cual 
corresponderá exclusivamente al delegatario, cuyos actos o resoluciones podrá 
siempre reformar o revocar aquél, reasumiendo la responsabilidad consiguiente”73. 
 
Siendo de gran alcance esta norma de rango Constitucional, se contraria en 
cuanto a la pretensión de la responsabilidad patrimonial, si bien es de suma 
importancia que el contratista en ejercicio de sus funciones designadas mediante 
la figura de delegación cumpla a plenitud con lo señalado en sus actividades, 
admitiéndose con esto la autonomía de las funciones individuales de los 
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particulares que cumplen funciones públicas, no es dable exonerar al delegante de 
su responsabilidad por ser determinante en cuanto a la garantía de representar al 
estado, siendo este de gran relevancia al momento de constituirse los requisitos 
de la repetición exigidos para cumplir con estos preceptos, de acuerdo a las 
calidades que representa, dándose de esta manera la solidaridad para efectos de 
pagos. 
 
6.2 SANCIONES DISCIPLINARIAS DETERMINADAS POR LAS ACTUACIONES 
OMISIVAS O EXTRALIMITADAS, ESTABLECIDAS EN LA LEY 734 DE 2002 
 
Se analiza en este capítulo a partir de la Ley 734 de 2002, el aspecto 
sancionatorio determinado en esta ley en el entendido de la aplicabilidad 
disciplinaria que se desprende de la misma; si bien es independiente como lo 
determina el mismo código disciplinario en su artículo 2º. Inciso 3º, expresamente 
así: “La acción disciplinaria es independiente de cualquier otra que pueda surgir de 
la comisión de la falta74” también se puede establecer un paralelo en cuanto faltas 
cometidas por los funcionarios de las entidades públicas en desarrollo de las 
funciones. 
 
Al igual que la ley 678 de 2001, existen formas de sanción para los funcionarios 
que se extralimitan en el desempeño de sus funciones; mediante el código 
disciplinario ley 734 de 2002, se deja entrever al incorporar estas actuaciones en 
la siguiente principio rector: será aplicable cuando el servidor público y el particular 
por comportamientos descritos como falta al momento de su realización. Se prevé 
la indicación de la sanción disciplinaria. 
 
También se cumple lo que expresa el mandato constitucional en el artículo 29 
inciso 2º “Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto 
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Extraído de la Ley 734 de 2002. Artículo 2º Inciso 3º, “Principios rectores de la ley disciplinaria”. 
p. 1.  
78 
que se le imputa…”, analizando este aparte en correspondencia con la ley 678 de 
2001 que regula la acción de repetición, ambas tienen un efecto hacia el futuro, es 
decir, ninguna de las dos aplica para casos anteriores al acto que se le imputa 
sino al momento de constituirse la falta por el servidor o ex servidor público. 
 
En consecuencia la acción de repetición la cual se configura de acuerdo a la 
actuación antijurídica de sus servidores ex servidores o particulares que 
desempeñaron funciones públicas y que por su actuar doloso o gravemente 
culposo ocasionaron indemnizaciones, generando la posibilidad de repetir contra 
estos, ostenta de fondo lo que en materia disciplinaria se determina como 
ILICITUD SUSTANCIAL, que va muy dirigido a la afectación del deber funcional 
sin justificación alguna, generando traumatismos al interior de la administración. 
 
En cuanto a la ejecutoriedad de la norma, aplican ambas en cuanto a los 
destinatarios sobre los que recae el rigor normativo; es de resaltar que solo el fallo 
proferido por autoridad competente o decisión que tenga fuerza vinculante es 
aplicable para hacer exigible los reintegros por montos reconocidos como lo 
expresa la Ley 678 de 2001, o en el caso de sanción disciplinaria cuando por 
omisión en el caso puntual de los interventores, a manera de ejemplo si no hace 
efectivo el pago de la seguridad social según lo determina la ley por parte de los 
contratistas, este responderá con su patrimonio de ser necesario. De tal manera 
que en ambos casos es posible salvaguardar el patrimonio de la administración. 
 
En cuanto a la función que cumplen ambas normas, tanto la sanción disciplinaria 
como la acción de repetición orientan los principios fundamentales de la 
Constitución Política de Colombia en el artículo 1º en lo que respecta a la 
prevalencia del interés general, en cuanto al artículo 2º de la misma carta magna 
el estado deberá propender por la prosperidad en general, y garantizar los 
derechos y deberes consagradas en la Constitución; facilitar la participación en las 
cuestiones que los afecten y en la vida económica, administrativa y política de la 
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administración, este sentir es efectivo cuando las autoridades del estado 
realmente propenden por un orden justo. En este orden de ideas el cumplimiento 
normativo y constitucional específicamente en lo que se viene analizando a través 
de esta investigación va muy dirigido a la protección del erario público, el cual se 



























7. DESARROLLO JURISPRUDENCIAL A PARTIR DEL AÑO 2005 HASTA EL 
AÑO 2012, DE LAS ACCIONES DE REPETICIÓN 
 
A partir de los siguientes conceptos jurisprudenciales, se extractan algunas 
sentencias proferidas por el Consejo de Estado y la Corte Constitucional a efectos 
de desarrollar un rastreo que fundamente el tema en cuestión, con el fin de 
demostrar las diferentes modalidades de perjuicios generados por los servidores y 
ex servidores públicos que con ocasión a una actuación antijurídica, han generado 
algún tipo de indemnización. 
 
1) CONSEJO DE ESTADO  
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  
SECCION TERCERA  
Consejera ponente: RUTH STELLA CORREA PALACIO  
Bogotá, D.C., ocho (8) de marzo de dos mil siete (2007)  
Radicación número: 11001-03-26-000-2003-00019-01(24953)  
Actor: CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA  
Demandado: DAVID TURBAY TURBAY 
Referencia: ACCION DE REPETICION  
 
Atendiendo la prelación dispuesta por la Sala en sesión de 5 de mayo de 2005, 
según consta en acta No 15, se decide en única instancia la demanda que, en 
ejercicio de la acción de repetición regulada en la Ley 678 de 2001, interpuso la 
Contraloría General de la República contra el ex Contralor David Turbay Turbay. 




1. Las pretensiones  
El 19 de mayo de 2003, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la 
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acción de repetición, la Contraloría General de la República, formuló demanda en 
contra de David Turbay Turbay, para que se hicieran las siguientes declaraciones 
y condenas:  
 
“PRIMERA: Que se declare administrativamente responsable al ex - funcionario 
Doctor DAVID TURBAY TURBAY por lo (sic) daños y perjuicios ocasionados a la 
Nación - Contraloría General de la República, por la conducta presuntamente 
dolosa que desplegó, al expedir el acto administrativo que fue anulado por la 
Jurisdicción especializada en lo contencioso administrativa (sic) en el fallo de 
condena dictado en contra de la Nación - Contraloría General de la República por 
el Honorable Tribunal Administrativo de Antioquia el 11 de octubre de 2000 por la 
cual se declaró la nulidad de la Resolución No 10070 del 15 de diciembre de 1994 
proferida por el antes citado, cuando para ese entonces ejercía el cargo de 
Contralor General de la República.  
 
“En la señalada resolución, el demandado retiró del servicio al señor HUGO 
ALBERTO HOYOS ARROYAVE, debido a la supuesta supresión del cargo de 
Mensajero Nivel Operativo Grado 01 de la Auditoria Regional Fondo Educativo 
Regional - FER de la Contraloría General de la República en Medellín - Antioquia.  
 
“Como consecuencia de la nulidad dictaminada por la judicatura, a título de 
restablecimiento del derecho, se le ordenó a la Contraloría General de la 
República, reintegrar a Hugo Alberto Hoyos Arroyave al cargo de mensajero, Nivel 
Operativo, Grado 01, en la ciudad de Medellín, y al pago de todos lo (sic) salarios 
y prestaciones sociales que se hubieran causado durante el lapso de su 
desvinculación y hasta la fecha de su reintegro.  
 
“SEGUNDA: Que como consecuencia de dicha declaratoria, se condene al doctor 
DAVID TURBAY TURBAY, al pago o reintegro en favor de la Nación - Contraloría 
General de la República, de la suma de SETENTA Y NUEVE MILLONES 
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NOVECIENTOS CUARENTA Y TRES MIL SETENTA Y OCHO PESOS CON 
45/100 MCTE (79.943.078,45), valor que corresponde a lo efectivamente pagado 
por la Entidad a HUGO ALBERTO HOYOS ARROYAVE al hacer efectiva la 
condena proferida por el H. Tribunal Administrativo de Antioquia mediante el 
mencionado fallo del 11 de octubre de 2000, suma que debe ser actualizada hasta 
la fecha de ejecutoria de la sentencia que le ponga fin a este proceso.  
 
“TERCERA: Que sobre la suma se ordene reintegrar a favor de la Nación - 
Contraloría General de la República, se condene al Doctor DAVID TURBAY 
TURBAY, a pagar intereses comerciales moratorios desde la fecha de ejecutoria 
de la providencia, hasta que dicho pago se haga efectivo.  
 
“CUARTA: Que se condene en costas al demandado.”  
 
2. Fundamentos de hecho  
Los hechos narrados en la demanda por la parte actora son, en resumen, los 
siguientes:  
 
Que el señor Hugo Alberto Hoyos Arroyave estuvo vinculado a la Contraloría 
General de la República desde el 14 de diciembre de 1992, hasta el 22 de 
diciembre de 1994, fecha en la cual desempeñaba el cargo de Mensajero, Nivel 
Operativo Grado 01 de la Auditoría Regional del Fondo Educativo Regional - FER 
en Medellín Antioquia.  
 
Que mediante Resolución No 10070 de 15 de diciembre de 1994, expedida por la 
Contraloría General de la República, el señor Hoyos Arroyave fue retirado del 
servicio, argumentándose la supresión del cargo.  
 
Que, en razón a lo anterior, el señor Hoyos Arroyave interpuso ante el Tribunal 
Administrativo de Antioquia demanda de nulidad y restablecimiento del derecho en 
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contra de la Contraloría General de la República, solicitando la nulidad de la 
resolución por medio de la cual fue declarado insubsistente.  
 
Que el Tribunal Administrativo de Antioquia, mediante Sentencia de 11 de octubre 
de 2000, declaró la nulidad de la Resolución 10070... 
 
2) SENTENCIA T-630/10 
Acción instaurada por el ciudadano Francisco Morris Ordóñez contra el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca. 
Magistrado Ponente: Dr. JUAN CARLOS HENAO PÉREZ. 
Bogotá D.C. trece (13) de  agosto de dos mil diez (2010) 
 
Resumen Hechos. 
- El actor, en calidad de Superintendente Bancario, previo concepto favorable del 
Jefe de Personal de la entidad, destituyó al señor Carlos Porras Zamudio 
mediante Resolución No.2996 de 9 de junio de 1981; decisión que fue confirmada 
mediante la Resolución No. 3451 del 25 de junio del mismo año. 
 
- El señor Carlos Porras Zamudio, ejerció la acción de nulidad y restablecimiento 
del derecho contra las resoluciones que ordenaron su destitución, de manera que 
el Tribunal Administrativo de Cundinamarca por sentencia de 23 de mayo de 1991 
ordenó su reintegro a la entidad, así como el pago de la indemnización 
correspondiente. La Superintendencia Bancaria pagó efectivamente la 
indemnización a que fue condenada en el mes de octubre de 1998. 
 
- El 24 de noviembre de 2000, el actor fue notificado del auto por el cual se admitió 
la acción de repetición ejercida contra él por la Superintendencia Bancaria. 
 
- El 12 de julio de 2007 el Tribunal Administrativo de Cundinamarca - Sección 
Tercera, profirió sentencia dentro de la acción de repetición instaurada por la 
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Superintendencia Bancaria, por la cual condenó al señor Francisco Morris 
Ordóñez a pagar a favor de la Superintendencia la suma de $40.082.366.oo 
 
- El Tribunal Administrativo de Cundinamarca negó la apelación instaurada por el 
actor contra la sentencia de 12 de julio de 2007, en consideración a que se trataba 
de un proceso de única instancia en razón a la cuantía. Esta decisión fue 
confirmada por el Consejo de Estado mediante Auto del 9 de abril de 2008. 
 
- Al margen del recurso de apelación, el actor intentó otra serie de actuaciones 
judiciales que resultaron improcedentes: “…un Recurso de Súplica, varios 
Incidentes de Nulidad, una declaratoria de Incompetencia Funcional, una Solicitud 
de Caducidad de la Acción, un Trámite de Recusación…”. Las anteriores 
actuaciones culminaron el 3 de septiembre de 2009, fecha en la cual se rechazó 
por improcedente una nueva solicitud de nulidad. 
 
- Para el actor, los hechos que dieron lugar a la acción de repetición ejercida por la 
Superintendencia Bancaria sucedieron en 1981 y, la acción de repetición sólo fue 
prevista en el ordenamiento normativo mediante el artículo 90 de la Constitución 
Política de 1991 y los artículos 77 y 78  del C.C.A. –año 1984-. 
 
- Al respecto sostuvo el actor, que en su debido momento manifestó al Tribunal 
accionado la improcedencia de aplicar normas con carácter retroactivo, según lo 
expuesto por la Corte Constitucional en la sentencia SU-881 de 2005: “La ley rige 
los actos que se produzcan después de su vigencia. Es decir, como regla general, 
no hay efecto retroactivo. De sostenerse lo contrario se decaería en un estado 
altamente peligroso de inseguridad jurídica”. 
 
Actuación de la entidad demandada 
 A juicio del actor, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca incurrió en una 
conducta arbitraria, al fundar su decisión en normas que de manera evidente 
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resultaban inaplicables, dando lugar con ello a una vía de hecho que vulneró su 
derecho al debido proceso. Ello en razón a que  la calificación de “culpa grave” 
que realizó el Tribunal la fundó en la Ley 678 de 2002, norma que tampoco 
resultaba aplicable a la fecha en que ocurrieron los hechos. 
 
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera – Subsección “A”, 
enlistó de manera detallada todas las actuaciones judiciales que el actor intentó 
con el fin de dejar sin efecto la sentencia del 12 de julio de 2007, la gran mayoría 
de ellas incidentes de nulidad desestimados en diferentes instancias por 
improcedentes. 
 
De igual manera, señaló que si bien es cierto que los hechos que dieron origen a 
la acción de repetición tuvieron lugar en el año 1981, lo cierto es que, el daño 
antijurídico que habilitó la interposición de la acción de repetición se consolidó a 
partir de la sentencia debidamente ejecutoriada que ordenó el reintegro e 
indemnización del señor Porras Zamudio, por lo que a la fecha de la condena a la 
Superintendencia Bancaria, esto es, el 23 de mayo de 1991, estaban en vigencia 
los artículos 77 y 78  del Decreto Ley 01 de 1984, que habilitaban la acción de 
repetición. 
 
3) CONSEJO DE ESTADO  
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  
SECCIÓN TERCERA  
Bogotá D.C., trece (13) de abril de dos mil diez (2010)  
Consejero Ponente: Dra. Myriam Guerrero de Escobar  
Radicación: 2500232600199902563-02 (36.489)  
Actor: Contraloría General de Bogotá  
Demandado: Carlos Ariel Sánchez Torres  
Referencia: Acción de repetición  
Asunto: Aclaración de voto  
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Con el acostumbrado respeto por la Corporación, procedo a señalar el motivo por 
el cual si bien comparto la decisión adoptada el 25 de marzo de 2010, aclaro mi 
voto en relación con el siguiente aspecto de la citada providencia.  
 
Si bien coincido en que en este caso, el documento de la prueba del pago, obra en 
copia simple sin autenticar (folios 73 y 74 de la providencia), y por ello no hay 
mérito para condenar, no estoy de acuerdo con las afirmaciones respecto a que: 
“La entidad demandante no podía pretender acreditar el pago con un documento 
emanado de sus funcionarios” (folio 76 de la providencia)” Yo creo que si, por 
ejemplo el certificado del tesorero de la entidad, o si es un documento público 
expedido, desde luego, por un funcionario público. Así lo ha reconocido la Sala en 
jurisprudencia reciente:  
 
“Se encuentra establecido el pago de la obligación, como quiera que la 
certificación expedida por la Tesorera Principal del Ministerio de Defensa, 
constituye un documento público, vinculante, que contiene y refleja la propia 
manifestación de voluntad de la entidad condenada (Ejército Nacional), en el 
sentido de hacer constar el cumplimiento de la condena. Así mismo, reposa en el 
proceso copia auténtica del de paz y salvo suscrito por José González Ramírez, 
persona esta última que recibió el valor de la condena en nombre y representación 
del mandatario judicial de los demandantes de los respectivos procesos 
acumulados de reparación directa, esto es, el abogado Javier Leónidas Villegas 
Posada, según los documentos que fueron aportados en copia auténtica por parte 
del Ministerio de Defensa y que reposan en sus archivos según lo hace constar la 
Coordinadora del Grupo Contencioso de esa entidad en oficio No. 09-90762 del 16 
de octubre de 2009. 2 22.565 Nación-Departamento Administrativo de Seguridad  
“Acreditada la existencia de la condena y su consecuencial pago, por parte de la 
entidad demandante, aborda la Sala el análisis del último requisito de procedencia 
de la acción de repetición, esto es, que el comportamiento del servidor, ex 
funcionario o agente estatal que dio origen a la condena y a su cancelación, haya 
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sido doloso o gravemente culposo. C.P. ENRIQUE GIL BOTERO. 
 
4) CONSEJO DE ESTADO 
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCION TERCERA  
SUBSECCION A 
Consejero ponente: HERNAN ANDRADE RINCON 
Bogotá, D. C., doce (12) de mayo de dos mil once (2011) 
Expediente: 19001-23-31-000-1996-03006-01(20496) 
Demandada: NACION - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA NACIONAL 
Referencia: REPARACIÓN DIRECTA 
 
Los señores JAVIER MARINO GUAUÑA GAVIRIA, MARINO GUAUÑA, 
RAQUEL GAVIRIA, LUZ MILA GUAUÑA GAVIRIA y ZULMA ROCIO SUAREZ, 
por conducto de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación 
directa instaurada en contra de la NACION - MINISTERIO DE DEFENSA - 
POLICIA NACIONAL -, solicitaron que, previa citación y audiencia de la parte 
demandada y del Ministerio Público, se la declare administrativamente 
responsable por todos los perjuicios que les fueron irrogados con ocasión de las 
graves lesiones corporales sufridas por el primero de ellos en hechos ocurridos el 
1 de junio de 1996 en la ciudad de Popayán, en donde, presuntamente, miembros 
de la Policía Nacional de manera imprudente ocasionaron un accidente de 
tránsito. Consecuentemente, solicitaron que se la condene a pagar a su favor 
indemnización. 
 
2. Ejercicio oportuno de la acción. 
Al tenor de lo previsto por el artículo 136 del C.C.A, la acción de reparación directa 
deberá instaurarse dentro de los dos años contados –decía la norma en la época 
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de presentación de la demanda75- a partir del acaecimiento del hecho, omisión, 
operación administrativa u ocupación permanente o temporal de inmueble de 
propiedad ajena por causa de trabajos públicos. 
 
3. Régimen de responsabilidad 
De conformidad con lo dispuesto por el artículo 90 de la Constitución Política, el 
Estado tiene el deber de responder patrimonialmente por los daños antijurídicos que 
le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas, 
norma que le sirve de fundamento al artículo 86 del Código Contencioso 
Administrativo que consagra la acción de reparación directa, cuyo ejercicio dio 
origen al presente proceso y que establece la posibilidad que tiene el interesado de 
demandar la reparación del daño cuando su causa sea un hecho, una omisión, una 
operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de un inmueble por 
causa de trabajos públicos o por cualquier otra. 
 
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de 
tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente 
culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste.” 
 
En desarrollo de este segundo inciso se expidió la Ley 678 de 2001, por la cual se 
reglamentó la determinación de la responsabilidad patrimonial de los agentes del 
Estado a través del ejercicio de la acción de repetición o del llamamiento en 
garantía con fines de repetición. 
 
De acuerdo con lo establecido en tales normativas, para que una entidad pública 
pueda ejercer la acción de repetición deben concurrir y reunirse los siguientes 
presupuestos y requisitos: a) Que una entidad pública haya sido condenada a 
reparar los daños antijurídicos causados a un particular; b) Que la entidad haya 
pagado a la víctima del daño la suma determinada en la sentencia condenatoria y 
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 Decreto 2304 de 7 de octubre de 1989, artículo 23.  
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c) Que la condena se haya producido a causa de la conducta dolosa o gravemente 





PRIMERO: REVOCASE la sentencia proferida el 19 de enero de 2001 por el 
Tribunal Administrativo de Descongestión con sede en la ciudad de Cali, de 
conformidad con expuesto en la parte considerativa de esta providencia y, en su 
lugar, se dispone: 
 
DECLARASE A LA NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA 
NACIONAL administrativamente responsable por los perjuicios ocasionados a los 
actores en hechos ocurridos el 1 de junio de 1996 en la ciudad de Popayán, de 
conformidad con lo expuesto en la parte considerativa de la presente providencia. 
 
Como consecuencia de la declaración anterior CONDENASE a la NACION - 
MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA NACIONAL a indemnizar a los 
demandantes. 
 
5) CONSEJO DE ESTADO 
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCION TERCERA  
SUBSECCION B 
Consejera ponente: RUTH STELLA CORREA PALACIO 
Bogotá, D.C., veintiocho (28) de febrero de dos mil once (2011) 
Radicación número: 11001-03-26-000-2007-00074-00(34816) 
Actor: NACION-DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD-DAS-  
Demandado: JORGE AURELIO NOGUERA COTES 
Referencia: ACCION DE REPETICION 
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Atendiendo la prelación dispuesta por la Sala en sesión de 5 de mayo de 2005, 
según consta en acta No 15, se decide en única instancia la demanda que, en 
ejercicio de la acción de repetición regulada en la Ley 678 de 2001, interpuso la 
Nación - Departamento Administrativo de Seguridad - DAS contra el ex director 
Jorge Aurelio Noguera Cotes. La Sala, previo el estudio correspondiente, 
denegará las súplicas de la demanda. 
 
1. Las pretensiones 
El 21 de noviembre de 2007, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de 
la acción de repetición establecida en la Ley 678 de 2001, la Nación - 
Departamento Administrativo de Seguridad - DAS (en adelante también DAS), 
formuló demanda en contra del señor Jorge Aurelio Noguera Cotes, en su 
condición de ex director de esa entidad, para que se hicieran las siguientes 
declaraciones y condenas: 
 
Solo se trascribe una de las pretensiones, a fin de determinar la culpa 
 
“…1.- Que se declare que el señor Ex - Director del DAS, Doctor JORGE 
AURELIO NOGUERA COTES, obró con culpa grave al expedir la resolución No. 
01287 del 28 de julio de 2003 mediante la cual se aceptó la renuncia presentada 
por la funcionaria RUBIELA CHARRY MALLUNGO del cargo de Oficial de 
Inteligencia 203-17 de la Planta Global Área Operativa, asignada a la Seccional 
Tolima, por lo cual mediante sentencia proferida por el H. Tribunal Administrativo 
del Tolima el 09 de octubre de 2006, dentro del proceso No.02107-03 declaró la 
nulidad de la resolución No. 01287 del 28 de julio de 2003. Sentencia que fue 
apelada en la oportunidad legal y mediante auto del 27 de octubre de 2006 el H. 
Tribunal Administrativo del Tolima negó la alzada pretendida. 
 
El caso concreto 
2. La Nación - Departamento Administrativo de Seguridad - DAS formuló demanda 
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de repetición en contra de Jorge Aurelio Noguera Cotes, en su condición de ex 
director de la entidad, por considerar que actuó con dolo o culpa grave al expedir 
la Resolución No.01287 de 28 de julio de 2003, mediante la cual se le aceptó la 
renuncia -no voluntaria- presentada por la señora Rubiela Charry Mallungo al 
cargo de Oficial de Inteligencia 203-17 de la Planta Global Área Operativa, 
asignada a la Seccional Tolima, acto administrativo que dio lugar a una sentencia 
condenatoria en contra suya, por la que tuvo que pagar a la funcionaria 
desvinculada irregularmente la suma de $151.187.605.oo. 
 
En consecuencia, por versar el subjudice sobre hechos que se remontan al 28 de 
julio de 2003, la normativa sustancial aplicable corresponde al artículo 90 de la 





No existen en el expediente los elementos de juicio con base en los cuales se 
demuestren los presupuestos y hechos de la demanda, de manera que se pueda 
colegir que el asunto litigioso que fue sometido a la jurisdicción cumple con los 
requisitos y presupuestos para la procedencia de la acción de repetición, lo que 
conduce, en estricto derecho, a que la decisión que deba dictarse sea adversa a 
las pretensiones de la parte sobre la que recae la carga de la prueba, que en el 




PRIMERO: Niéguense las pretensiones de la demanda.  
 
SEGUNDO: En firme esta providencia, archívese el expediente. 
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6) SECCION TERCERA 
SUBSECCION A  
Consejero ponente: HERNAN ANDRADE RINCON  
Bogotá, D. C, doce (12) de mayo de dos mil once (2011) 
Radicación número: 19001-23-31-000-1997-01042(19835) 
Actor: JESUS MARIA ALFARO PEÑA Y OTROS  
Demandado: HOSPITAL UNVERSITARIO SAN JOSE POPAYAN  
Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA 
 
Decide la Sala el recurso de apelación presentado por las partes demandante y 
demandada, en contra de la sentencia de 2 de noviembre de 2000 proferida por la 
Sala de Descongestión- Sede Cali, en la que se resolvió lo siguiente: 
 
“PRIMERO. Declárase administrativamente responsable al HOSPITAL 
UNIVERSITARIO SAN JOSE DE POPAYAN por los daños ocasionados a MARIA 
LILIANA ALFARO ULCHUR el día 28 de febrero de 1996, al dejar en el interior de 
la señora una compresa cuando fue sometida a una cirugía de cesárea. 
 
“SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración condénese al 
HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JOSE DE  POPAYAN a pagar a la señora 
MARIA LILAINA ALFARO ULCHUR, la suma de setecientos (700) gramos de oro 
fin, al señor DEYRO DAGA TROCHEZ  la suma de cuatrocientos (400) granos de 
oro fino y a los señores JUAN BAUTISTA ALFARO PAJA Y LILIA MARIA 
ULCHUR CASTAÑEDA la suma de doscientos cincuenta (250) gramos de oro fino 
para cada uno al precio que certifique el Banco  de la República  a la fecha en que 
quede en firme esta sentencia”. 
 
1. El análisis del caso concreto 
1.1. El daño antijurídico 
El daño antijurídico cuya definición no se encuentra en la Constitución ni en la ley, 
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sino en la Doctrina española, particularmente en la del profesor Eduardo García de 
Enterría, ha sido reseñado en múltiples sentencias desde 199176 hasta épocas 
más recientes77, como el perjuicio  provocado a una persona que no tiene el deber 
jurídico de soportarlo. 
 
1.2 La imputabilidad 
La Imputabilidad es la atribución jurídica que se le hace a la entidad pública del daño 
antijurídico padecido y por el que, por lo tanto, en principio estaría en la obligación de 
responder, bajo cualquiera de los títulos de imputación, bien sea a través del 
régimen subjetivo (falla en el servicio) o  del objetivo (riesgo excepcional y daño 
especial). 
 
Según se desprende de la misma Historia Clínica, en la nota de enfermería de 
febrero 28 de 1996 se consignó: 
 
“8: 45. Ingresa paciente a sala de cirugía No. 4 en camilla, está consciente (sic) y 
orientada, viene para cesárea T.P.E 
 
9+50. Previa asepsia inicia acto quirúrgico por el Dr. Fernández y el Interno Dr. 
Alvarado, Con 19 compresas…” (fol. 151 vto.) 
 
Cabe destacar que eventos como el descrito  se encuadran dentro de los llamados  
de “oblito quirúrgico”, los cuales han sido considerados por la doctrina y la 
Jurisprudencia de esta Corporación, como una mala ejecución de los cuidados 
médicos o quirúrgicos que constituyen una culpa o falla probada en la prestación 
de servicios de salud. 
 
                                                          
76
 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sentencia del 27 de junio de 1991, C. 
P. Dr. Julio César Uribe Acosta, expediente 6454. 
77
 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sentencia del 6 de junio de 2007, C. 
P. Dra. Ruth Stella Correa Palacio, expediente N° 16460. 
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En relación con este tipo de falla en la prestación del servicio médico en 
precedente jurisprudencial de esta Sección se  condensan los siguientes apartes 
doctrinales78:   
 
"Entendemos por oblito quirúrgico aquellos casos en los cuales con motivo de una 
intervención quirúrgica, se dejan olvidados dentro del cuerpo del paciente 
instrumentos o materiales utilizados por los profesionales intervinientes. Por lo 
común los elementos olvidados son instrumental quirúrgico (pinzas, agujas, etc.) y, 
más frecuentemente, gasas o compresas. 
 
“Este tipo de irregularidades quirúrgicas - a veces justificadas - por lo general 
ocasionan un daño al paciente, quien con seguridad deberá como mínimo 
someterse a una nueva intervención al solo efecto de la extracción del material 
olvidado... 
 
“Estos supuestos, en consecuencia, se han transformado en frecuente causa de 
responsabilidad civil médica, por lo que han sido objeto de tratamiento por la 
doctrina en forma reiterada79. 
 
Así mismo, en situaciones donde se han dejado objetos al interior de los pacientes 
cuando son sometidos a intervenciones quirúrgicas, la Sección, en sentencias de 
3 de septiembre de 1992, expediente Nº 722180, y de 3 de noviembre de 1992, 
expediente Nº 733681, ha señalado: 
 
"El hecho de haber dejado una aguja quirúrgica en el cuerpo de la paciente, 
                                                          
78
 Sentencia del 23 de junio de 2010. C. P. Dra. Gladys Agudelo  Ordoñez. Radicación No: 18348 
79
 Adosno - Garrido, El art. 1113 del Cód. Civil. Comentado. Anotado, cit., p. 252 y ss.; Bueres, 
Responsabilidad civil de los médicos, cit., p. 244; MossetIturraspe - Lorenzetti, Contratos médicos, 
cit., p. 199; Trigo Represas, Félix, Responsabilidad civil de los médicos por el empleo de las cosas 
inanimadas en el ejercicio de la profesión, LL, 1981-B-777 y siguientes. 
80
 Consejero Ponente doctor Julio Cesar Uribe Acosta, actor: Luz Marina Ramírez Ríos. 
81
 Consejero Ponente doctor Daniel Suárez Hernández, actor: Gloria Inés Cadavid de Vargas. 
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constituye sin lugar a dudas una evidente falla en la prestación del servicio 
médico, porque esa situación no puede obedecer sino al descuido con que se 
actuó en tal intervención y no obra en el proceso prueba que pueda exonerar a la 




PRIMERO: MODIFICAR el ordinal segundo de la parte resolutiva, de la sentencia 
de 2 de noviembre de 200 proferida por el Tribunal Administrativo Sala de 
Descongestión de Cali y, en su lugar, se dispone: 
 
“SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración condénese al 
Hospital Universitario San José de Popayán a pagar las sumas de dinero. 
 
7) CONSEJO DE ESTADO 
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCION TERCERA 
SUBSECCION "C" 
Consejera Ponente: OLGA MÉLIDA VALLE DE LA HOZ 
Bogotá D.C., veintiuno (21) de febrero de dos mil once (2011) 
Radicación numero: 25000-23-26-000-2000-01876-01 (25.597) 
Actor: LOTERÍA DE BOGOTA 
Demandado: LUIS CARLOS RANGEL FRANCO 
Referencia: ACCIÓN DE REPETICIÓN 
 
Atendiendo la prelación dispuesta por la Sala para las acciones de repetición 
mediante acta número 15 del 5 de mayo de 2005, se resuelve el recurso de 
apelación interpuesto por el demandado contra la sentencia proferida por la 
Subsección B de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca 
el dieciséis (16) de julio de dos mil tres (2003), por medio de la cual se decidió: 
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"PRIMERO: DECLÁRESE no probadas las excepciones propuestas, 





Mediante apoderado judicial, La Lotería de Bogotá en ejercicio de la acción de 
repetición presentó demanda contra LUIS CARLOS RANGEL FRANCO, quien 
para la época de los hechos, ostentaba la calidad de Gerente. (fl. 2 al 11 c.1). 
 
1.1. Pretensiones 
PRIMERA: Que se le declare responsable civil y administrativamente al señor 
LUIS CARLOS RANGEL FRANCO, en su calidad de Servidor Público de LA 
LOTERÍA DE BOGOTÁ, como consecuencia del pago por la condena sufrida 
mediante sentencia ejecutoriada el 9 de marzo de 1999 del Consejo de Estado 
dentro del proceso de LUCILA GARCÍA MALDONADO contra LA LOTERÍA DE 
BOGOTÁ y cancelada el 3 de septiembre de 1999. 
 
SEGUNDA: Que se condene en consecuencia, al señor LUIS CARLOS RANGEL 
FRANCO, a reintegrar como reparación del daño causado a LA LOTERÍA DE 
BOGOTÁ, los perjuicios del orden material objetivados, actuales y futuros, los 
cuales se estiman como mínimo en TRESCIENTOS VEINTIDOS MILLONES 
CUATROCEINTOS SESENTA Y UN MIL QUINIENTOS CUARENTA Y CUATRO 
PESOS ($322.461.544,00 M/te).. 
 
TERCERA: Que se reconozca el ajuste de valor de la condena respectiva, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 178 del Código Contencioso 




2. Caso concreto 
Revisado el expediente, esta Sala confirmará la decisión del a quo, por cuanto del 
acervo probatorio no se desprende un actuar doloso o gravemente culposo por 
parte del demandado, para llegar a esta conclusión se analizó el elemento 
correspondiente a la calificación de la conducta, en concordancia con lo 
desarrollado por esta Corporación, y finalizó con una precisión sobre la 
inconsistencia con el poder otorgado por la parte demandante. 
 
Estima la Sala que no es relevante hacer referencia a los demás elementos, por 
cuanto al no estar demostrada la conducta dolosa o gravemente culposa por parte 
del demandado es suficiente para desestimar las pretensiones de la demanda. 
 
2.1. Conducta dolosa o con culpa grave 
Para determinar la conducta dolosa o con culpa grave se debe acudir a la normal 
aplicable en la fecha de la ocurrencia del hecho generador de la demanda (1 de 
febrero de 1991), siendo esto lo dispuesto por el artículo 63 del Código Civil: 
 
ARTICULO 63. <CULPA Y DOLO>. La ley distingue tres especies de culpa o 
descuido. 
 
Culpa grave, negligencia grave, culpa lata, es la que consiste en no manejar los 
negocios ajenos con aquel cuidado que aun las personas negligentes o de poca 
prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Esta culpa en materias civiles 
equivale al dolo. 
 
Culpa leve, descuido leve, descuido ligero, es la falta de aquella diligencia y 
cuidado que los hombres emplean, ordinariamente en sus negocios propios. Culpa 
o descuido, sin otra calificación, significa culpa o descuido leve. Esta especie de 
culpa se opone a la diligencia o cuidado ordinario o mediano. El que debe 
administrar un negocio como un buen padre de familia, es responsable de esta 
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especie de culpa. 
 
Culpa o descuido levísimo es la falta de aquella esmerada diligencia que un 
hombre juicioso emplea en la administración de sus negocios importantes. Esta 
especie de culpa se opone a la suma diligencia o cuidado. 
 





PRIMERO: Confirmar la sentencia de la Subsección B de la Sección Tercera del 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca del 16 de julio de dos mil tres (2003). 
 
SEGUNDO: Negar las pretensiones de la demanda. 
 
ANÁLISIS DE LOS RESULTADOS 
 
Según lo revisado se adelantaron los procedimientos para iniciación de pagos por 
indemnizaciones a terceros, se efectuó una conciliación ante la Procuraduría 
Judicial para Asuntos Administrativos; en el casos suscitado el particular 
convocante es el señor Carlos Alberto Restrepo Hurtado, y el convocante es el 
Departamento de Risaralda. Posteriormente se llevó a cabo audiencia de 
conciliación bajo radicado No. 2008 – 013, mediante la cual las partes aceptan las 
propuestas de pago por parte del Departamento.  
 
La anterior conciliación se propició por el incumplimiento de pago de la actividad  
contractual por parte dela Gobernación de Risaralda, en la “realización de obras 
de manejo de aguas y mejoramiento de la vía la mancha – la ciénaga municipio de 
Balboa”,  
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Se concluyó finalmente que el Departamento debía cancelar los pagos pendientes, 
por realización de la obra. 
 
Lo anterior, se puede analizar desde la actuación antijurídica del funcionario de la 
Secretaria encargado de disponer las partidas presupuestales para el pago de 
esta obra. 
 
Otro asunto encaminado desde la conciliación prejudicial fue respecto de la 
nulidad absoluta del contrato de obra No. GI-001 del 11 de enero de 2008, este 
caso puntual el convocante fue la Gobernación de Risaralda y el Convocado el 
señor Cesar Salazar Carvajal, el objeto contractual es el siguiente: “la construcción 
de la 1ª etapa, del malecón turístico de la Virginia, como consecuencia de la 
nulidad del acto de adjudicación del mismo, contenido en la resolución No. 425 del 
30 de diciembre de 2005, expedida por el Secretario de Despacho del 
Departamento de Risaralda”. 
 
De acuerdo a la anterior declaración mediante sentencia proferida por el juzgado 
primero administrativo de Pereira, el Departamento fue condenado a pagar unas 
sumas equivalentes a $ 39’609.734, 74. A los actores. 
 
De igual manera, se observa claramente la culpa grave por parte del Ingeniero 
César que en su momento fue el Secretario de Despacho. Aquí se materializan los 











 La Gobernación de Risaralda en el cuatrienio 2008 -2011 no dio suficiente 
aplicabilidad al requisito de procedibilidad de conciliación.  
 
 Las instancias agotadas para ejercer el mecanismo de la acción de repetición 
no fueron muy claras, lo cual se vio reflejado en la muestra tomada, arrojando un 
resultado tendiente a la poca aplicabilidad de la norma en materia de 
responsabilidad. 
 
 Aunque existen medios de control para prevenir las actuaciones indebidas por 
parte de los servidores, ex servidores públicos no hay mucha difusión en este 
sentido, ni se procura un alcance suficiente en la aplicabilidad de la ley 678 de 
2001.  
 
 El muestreo de las acciones de repetición tomado en la Gobernación de 
Risaralda no alcanza a dar un registro relevante para un análisis suficiente. 
 
 De acuerdo a lo anterior, fue necesario indagar en los conceptos teóricos 
normativos y jurisprudenciales, para afianzar no solo el criterio base sino auscultar 
el procedimiento a llevarse a cabo de acuerdo a los requisitos exigidos por la ley 
que regula esta acción y otros casos presentados no solo en la Gobernación si no 











 Dar aplicabilidad al requisito de conciliación como insumo necesario para dar 
celeridad a los procedimientos internos de la administración – Gobernación de 
Risaralda. 
 
 Entender que es necesario hacer extensivo a los funcionarios algunos 
conocimientos relacionados con sus procedimientos, puesto que la 
responsabilidad acarreada puede traer como consecuencia este tipo de acciones. 
 
 Realizar a través de las oficinas de control interno y control interno disciplinario 
las acciones pertinentes que conduzcas a disminuir el riesgo de caer en 
detrimento del erario público, con ocasión a indemnizaciones por culpa grave o 
dolo por parte de los funcionarios que están al servicio. 
 
 Dar aplicabilidad a la norma en cuanto a ejercer la acción de repetición, puesto 
que la misma exige de sus representantes iniciar este tipo de trámites, a efectos 
de recuperar los montos reconocidos por sentencias condenatorias. 
 
 Emplear mecanismos más selectos que puedan ayudar a evitar este tipo de 
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